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R E S O L U C I Ó N 
 
Visto el expediente formado con motivo del Recurso de Revisión 00025/INFOEM/IP/RR/A/2010, 

promovido por------------------------------------------, en lo sucesivo EL RECURRENTE, en contra de la 
respuesta del AYUNTAMIENTO DE TEPETLIXPA, en lo sucesivo EL SUJETO OBLIGADO, 

se procede a dictar la presente resolución, con base en los siguientes: 
 

 

A N T E C E D E N T E S 
 

I.- FECHA DE SOLICITUD E INFORMACIÓN REQUERIDA POR EL RECURRENTE. Con 

fecha 13 (Trece) de Enero del año 2010, EL RECURRENTE presentó a través del Sistema de Control 
de Solicitudes de Información del Estado de México, en lo sucesivo EL SICOSIEM ante EL SUJETO 

OBLIGADO, solicitud de acceso a información pública, mediante la cual solicitó le fuese entregado a 
través del sistema automatizado mencionado, lo siguiente 

 
“solicito una relación de los gastos realizados por el gobierno municipal y DIF municipal con motivo de los 

festejos navideños, de fin de año y día de reyes pasados, que incluya el monto de la inversión, la razón 

social de los proveedores y el producto o servicio comprado o contratados “ (Sic) 

 
La solicitud de acceso a información pública presentada por EL RECURRENTE, fue registrada en EL 

SICOSIEM y se le asignó el número de expediente 00007/TEPETLIX/IP/A/2010. 
  

 MODALIDAD DE ENTREGA: Vía EL SICOSIEM 
 
 

II.- FECHA DE RESPUESTA POR PARTE DE EL SUJETO OBLIGADO, ASÍ COMO 

CONTENIDO DE LA MISMA.  Posteriormente, con fecha 15 (Quince) de Enero de 2010, EL 
SUJETO OBLIGADO dio respuesta a la solicitud de información planteada por el ahora 
RECURRENTE, en los siguientes términos: 

 
“En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el 

artículo 46 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le 

contestamos que: 

POR MEDIO DE LA PRECENTE RECIBA UN CORDIAL Y RESPETUOSO SALUDO AL MISMO TIEMPO LE  

INFORMO QUE EN ESTRICTO APEGO A LA LTIAPEM EL M ONTO DE LOS GASTOS EJERCIDOS POR EL 

GOBIERNO I DIF MUNICIPAL SON: 

 

FESTEJOS NAVIDEÑOS $ 70,000 

FIN DE AÑO $ 120,000 

DIA DE REYES $ 25,000 

 

POR LO QUE RESPECTA A LA RAZON SOCIAL DE LOS PROVEEDORES Y EL PRODUCTO O EL SERVICIO 

COMPRADO O CONTRATADO A LA FECHA NO SE LE PUEDE OTORGAR YA QUE LOS DATOS QUE NOS 

SOLICITAN TIENE INFORMACION PERSONAL DE LOS MISMOS PROVEEDORES O PRESTADORES DE 

SERVICIO, ADEMAS DE QUE EL COMITE DE INFORMACION A CLASIFICADO ESTA INFORMACION 

RESERVADA EN TANTO SE FINIQUITE LOS PAGOS; ESTO CON BASE EN SU CAPITULO II ARTICULO 19 Y 

20.  
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SIN MAS POR EL MOMENTO QUEDO DE USTED.. (Sic)  

 

 

III.- FECHA, MOTIVOS Y ACTOS IMPUGNADOS EN LA PRESENTACIÓN DEL 

RECURSO DE REVISIÓN. Habiéndose notificado EL RECURRENTE del contenido de respuesta 
generada por EL SUJETO OBLIGADO, con fecha 20 (Veinte) de Enero del año 2010 interpuso 

Recurso de Revisión, en el cual manifestó como Acto Impugnado el siguiente: 
 

“RESPUESTA INCOMPLETA” (Sic) 

 
RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD: 

 
“EL PRESENTE RECURSO DE REVISIÓN TIENE COMO OBJETIVO EL DE PRESENTAR MI 

INCONFORMIDAD POR LA RES PUESTA EMITIDA POR EL SUJETO OBLIGADO A MI SOLICITUD DE 

INFORMACIÓN PÚBLICA. EL SUJETO OBLIGADOSE NEGÓ A PRESENTARME LA LISTA DE PROVEEDORES 

DE LOS GASTOS REALIZADOS POR EL AYUNTAMIENTO LOCAL CON MOTIVO DE LAS FESTIVIDADES DE 

NAVIDAD, FIN DE AÑO Y DÍA DE REYES CON EL ARGUMENTO DE QUE LA RAZÓN SOCIAL SOLICITADA 

CONJTIENE INFORMACIÓN PERSONAL, LO CUAL ES ABSOLUTAMENTE FALSO, DE ACUERDO CON LOS 

CRITERIOS ESTABLECIDOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL 

ESTADO DE MÉXICO, ASÍ COMO EN LA RESOLUCIÓNES EMITIDAS POR EL ITAIPEM RESPECTO A LA 

NATURALEZA DE LA INFORMACIÓN CONSIDERADA COMO DE CARÁCTER PERSONAL. 

POR OTRA PARTE, EL AYUNTAMIENTO DE TEPETLIXPA ACORDÓ CLASIFICAR COMO 

RESERVADA O CONFIDENCIAL LA LISTA DE PRODUCTOS O SERVICIOS ADQUIRIDOS 

CON MOTIVO DE DICHAS FESTIVIDADES, LO CUAL DE IGUAL MODO CONTRAVIENE LO 

ESTABLECIDO EN LA LEY, YA QUE DICHA INFORMACIÓN NO CUMPLE NINGUNO DE LOS SUPUESTOS 

LEGALES PARA SER CLASIFICADA 

POR LOS SUJETOS OBLIGADOS. 

POR LO TANTO, SOLICITO: 

PRIMERO.- Se tenga por presentado en tiempo y forma el presente recurso de revisión. 

SEGUNDO.- Se ordene al sujeto obligado la entrega de la información solicitada en los mismo términos en que 

fue presentada la solicitud de transparencia. 

TERCERO.- Se deje sin efectos la supuesta clasificación de confidencialidad aplicada a la información 

solicitada.” (Sic) 

 
El Recurso de Revisión presentado fue registrado en EL SICOSIEM y se le asignó el número de 

expediente 00025/INFOEM/IP/RR/A/2010. 
 

 

IV.- PRECEPTOS LEGALES QUE ESTIME LA RECURRENTE INFRINGIDOS POR EL 

SUJETO OBLIGADO. En el recurso de revisión no se establece precepto legal de la Ley de la 
Materia que estima violatorio en ejercicio de su derecho de acceso a la información u otros derechos 

reconocidos por el marco constitucional o legal aplicable en el Estado de México, no obstante esta 
circunstancia no es condicionante para que este Instituto no entre al análisis del presente recurso, toda 

vez, que EL RECURRENTE no esta obligado a conocer la norma jurídica especifica que se estima se 
viola, siendo ello tarea de este órgano colegiado, bajo la máxima que el recurrente expone los hechos y 
al Instituto le corresponde conocer y a aplicar el derecho.  

 
 

V.- FECHA DE RECEPCIÓN Y CONTENIDO DEL INFORME DE JUSTIFICACIÓN 

DEL SUJETO OBLIGADO. Es el caso que EL SUJETO OBLIGADO,  no presentó ante este 
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Instituto Informe de Justificación a través de EL SICOSIEM,  a través del cual, por lo que este 
Instituto se circunscribirá a realizar su análisis con los elementos que se contienen. 

 
 

VI.- El recurso 00025/INFOEM/IP/RR/A/2009 se remitió electrónicamente al Instituto de 

Transparencia y Acceso a la Información del Estado de México y con fundamento en el artículo 75 de la 

Ley de la materia se turnó, a través de EL SICOSIEM, al Comisionado FEDERICO GUZMÁN 
TAMAYO a efecto de que éste formulara y presentara el proyecto de resolución correspondiente. 

 
Con base a los antecedentes expuestos y estando debidamente instruido el procedimiento en sus 

términos, se encuentra el expediente en estado de resolución, y 
 
 

C O N S I D E R A N D O 
 

PRIMERO.- Competencia de este Instituto. Que en términos de lo previsto por el artículo 5° 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, así como en los artículos 1, 56, 60 
fracciones I y VII, 71 fracción I y  IV, 72, 73, 74, 75, 75 Bis y 76 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de México y Municipios, este Instituto es competente para conocer del 
presente recurso de revisión. 

 
 

SEGUNDO.-  Presentación en tiempo del recurso. Es pertinente antes de entrar al análisis 

del siguiente punto  señalar que los el recurso de revisión fueron  presentados oportunamente, atento 

a lo siguiente:  
 

Que el Recurso de Revisión fue presentado oportunamente atento a lo siguiente: 
 

El artículo 72 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y 
Municipios, dispone: 

 
Artículo 72.- El recurso de revisión se presentará por escrito ante la Unidad de Información correspondiente, 

o vía electrónica por medio del sistema automatizado de solicitudes respectivo, dentro del plazo de 15 días 

hábiles contado a partir del día siguiente de la fecha en que el afectado tuvo conocimiento de la resolución 

respectiva. 

 

En consideración a que el primer día del plazo  para efectos del cómputo respectivo   del recurso fue  
el  día 18 (Dieciocho) de Enero de 2010 de lo que resulta que el plazo de 15 días hábiles vencería el 

día (08) Ocho de Febrero de 2010. Luego, si el Recurso de Revisión fue  presentado por EL 
RECURRENTE, vía electrónica precisamente el  (20) Veinte de Enero de 2010, se concluye que su 

presentación fue oportuna. 
 
No obstante con la finalidad de verificar el cumplimiento del Sujeto Obligado al emitir su contestación 

al Recurrente, es de señalar que la solicitud de Información se presento en fecha  13 (Trece) de Enero  
de  Dos Mil Diez, misma que se presentó a través del Sistema de Control de Solicitudes de Información 

del Estado de México “EL SICOSIEM” ante EL SUJETO OBLIGADO, y atento a lo que dispone 
el artículo  46 de la ley de Trasparencia que señala: 
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Artículo 46.- La Unidad de Información deberá entregar la información solicitada dentro de los quince 

días hábiles, siguientes a la recepción de la solicitud. Este plazo podrá ampliarse hasta por otros siete días 

hábiles siempre que existan razones para ello, debiendo notificarse por escrito al solicitante. 

 

En consideración a que el primer día del plazo para efectos del cómputo respectivo que señala el art. 
46  fue el día catorce  (14) de Enero de Dos Mil Diez, de lo que resulta que el plazo de 15 días hábiles 
vencería el día 04 (Cuatro) de Febrero de Dos Mil Diez. Luego, si la contestación que da el Sujeto 

Obligado fue presentada vía electrónica el día 15 (Quince) de Enero del Dos Mil  Diez, se concluye que 
su contestación emitida por el Sujeto Obligado fue oportuna.  

 
 

TERCERO.- Legitimad del recurrente  para la presentación del recurso.-Que al entrar al 

estudio de la legitimidad de EL RECURRENTE e identidad de lo solicitado, encontramos que se 

surten ambas, toda vez que según obra en la información contenida en el expediente de mérito, se 
trata de la misma persona que ejerció su derecho de acceso a la información y la persona que presentó 

el Recurso de Revisión que se resuelve por este medio; de igual manera, lo solicitado y el acto 
recurrido, versan sobre la misma información, por lo que se surte plenamente el supuesto previsto por 

el artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México. 
 

 

CUARTO.- Análisis de los requisitos de procedibilidad. Que una vez valorada la legitimidad 

del promovente, corresponde ahora revisar que se cumplan con los extremos legales de procedibilidad 
del presente recurso. Así, en primer término, conforme al artículo 71 de la Ley de la materia, se 

dispone que: 
 

Artículo 71. Los particulares podrán interponer recurso de revisión cuando: 

I. Se les niegue la información solicitada; 

II. Se les entregue la información incompleta o no corresponda a la solicitada; 

III. Se les niegue modificar, corregir o resguardar la confidencialidad de los datos personales, y 

IV.- Se considere que la respuesta es desfavorable a su solicitud. 

 
De dichas causales de procedencia del recurso de revisión y conforme a los actos impugnados 

manifestados por EL RECURRENTE, se desprende que la determinación en la presente resolución 
es respecto a si se actualizaría la hipótesis contenida en la fracción IV del artículo 71, esto es, la causal 

consistiría en que le resulta desfavorable la entrega de información solicitada por el ahora 
RECURRENTE, situación que se analizará más adelante. 
 

Continuando con la revisión de que se cumplan con los extremos legales de procedibilidad del 
presente recurso, de igual manera el artículo 73 de la multicitada Ley establece los requisitos de forma 

que deben cumplirse en el escrito de interposición del recurso, mismos que se transcriben a 
continuación: 

 
Artículo 73.- El escrito de recurso de revisión contendrá: 

I. Nombre y domicilio del recurrente, y en su caso, la persona o personas que éste autorice para recibir 

notificaciones; 

II. Acto impugnado, Unidad de Información que lo emitió y fecha en que se tuvo conocimiento del mismo; 

III. Razones o motivos de la inconformidad; 

IV. Firma del recurrente o en su caso huella digital para el caso de que se presente por escrito, requisitos sin 

los cuales no se dará trámite al recurso. 
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Al escrito de recurso deberá acompañarse copia del escrito que contenga el acto impugnado. 

 
Tras la revisión del escrito de interposición del recurso cuya presentación es vía EL SICOSIEM, se 

concluye la acreditación plena de todos y cada uno de los elementos formales exigidos por la 
disposición legal antes transcrita. 

 
Por otro lado, habiéndose estudiado las causales de sobreseimiento previstos en la ley de la materia, no 
obstante que ni EL RECURRENTE ni EL SUJETO OBLIGADO los hicieron valer en su 

oportunidad, este pleno entro a su análisis, y se desprende que no resulta aplicable algunas de las 
hipótesis normativas que permitan se sobresea el medio de impugnación al no acreditarse algunos de los 

supuestos previstos en el artículo 75 Bis A, que la letra señala lo siguiente: 
 

Artículo 75 Bis A.- El recurso será sobreseído cuando: 

I.- El recurrente se desista expresamente del recurso; 

II.- El recurrente fallezca o, tratándose de personas morales, se disuelva; 

III.- La dependencia o entidad responsable del acto o resolución impugnado lo modifique o revoque, de tal 

manera que el medio de impugnación quede sin efecto o materia. 

 
Concluimos que el recurso es en términos exclusivamente procedimentales procedente. Razón por la 

cual se procede a entrar al estudio del fondo del asunto. 
 

 

QUINTO.- Fijación de la Litis. Por lo que en concatenación con lo anterior y una  vez delimitado 

lo señalado en el Considerando inmediato anterior y una  vez estudiados los antecedentes del recurso de 
revisión en cuestión, los miembros de este Organismo Garante, coincidimos en que la litis motivo del 

presente recurso, se refiere a que EL SUJETO OBLIGADO no satisfizo los extremos de la solicitud 
de información del ahora RECURRENTE, al  haber negado la información solicitada debido a la 

respuesta emitida, mediante el alegato de que era información clasificada por ser reservada y por lo tanto 
no era de acceso público.  

 
Circunstancia que nos lleva a determinar la controversia del presente recurso, la cual deberá analizarse en 
los siguientes términos: 

 
a) Primeramente revisar el marco jurídico de lo solicitado, y en base a ello determinar si 

corresponde a ser información que deba obrar en los archivos del SUJETO OBLIGADO y 
posteriormente determinar si la información tiene el carácter de pública par la Ley de la Materia. 

b) Análisis  de la información para determinar si la misma se realizo en base a los criterios de 
publicidad, oportunidad, precisión y suficiencia en términos del artículo 3 de la Ley de la materia. 

c) Realizar un análisis de  respuesta emitida por el SUJETO OBLIGADO al ahora 
RECURRENTE. 

d) La procedencia o no alguna de  las casuales del recurso de revisión previstas en el artículo 
71fraccion I y IV de la Ley de la materia. 

 
A continuación se resolverán los puntos antes enumerados.  

 
 

SEXTO.- Por lo que primeramente se analizará lo relacionado el inciso a) del Considerando 

anterior, respecto a revisar el marco jurídico de lo solicitado, y en base a ello determinar si 
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corresponde a ser información que deba obrar en los archivos del SUJETO OBLIGADO y 
posteriormente determinar si la información tiene el carácter de pública par la Ley de la Materia. Así 

pues, los municipios en esta entidad federativa, según lo establece el artículo 31 de la Ley Orgánica 
Municipal del Estado de México, cuentan con un amplio marco de atribuciones. 

 
ARTÍCULO 31.- Son atribuciones de los ayuntamientos: 

I. Expedir y reformar el Bando Municipal, así como los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas 

de observancia general dentro del territorio del municipio, que sean necesarios para su organización, prestación 

de los servicios públicos y, en general, para el cumplimiento de sus atribuciones; 

II. a XVII. …  

XVIII. Administrar su hacienda en términos de ley, y controlar a través del presidente y síndico 

la aplicación del presupuesto de egresos del municipio; 

XIX. Aprobar su presupuesto de egresos, en base a los ingresos presupuestados para el ejercicio 

que corresponda y establecer las medidas apropiadas para su correcta aplicación. 

Los Ayuntamientos al aprobar su presupuesto de egresos, deberán señalar la remuneración de todo tipo que 

corresponda a un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza, determinada conforme a principios de 

racionalidad, austeridad, disciplina financiera, equidad, legalidad, igualdad y transparencia, sujetándose a lo 

dispuesto por el Código Financiero y demás disposiciones legales aplicables. 

Las remuneraciones de todo tipo del Presidente Municipal, Síndicos, Regidores y servidores públicos en general, 

incluyendo mandos medios y superiores de la administración municipal, serán determinadas anualmente en el 

presupuesto de egresos correspondiente y se sujetarán a los lineamientos legales establecidos para todos los 

servidores públicos municipales. 

XX. a XLIII. …  

 
Ahora bien, como establece la fracción XVIII del artículo anterior, el municipio puede disponer de su 

hacienda pública, pero de conformidad con lo que establezcan las leyes. Dicho precepto legal, sólo 
viene a reiterar lo que el artículo 129 párrafos primero, segundo y tercero de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de México, prevén en materia de aplicación de recursos 

económicos. 
 
Artículo 129.- Los recursos económicos del Estado, de los municipios, así como de los 

organismos autónomos, se administrarán con eficiencia, eficacia y honradez, para cumplir con 

los objetivos y programas a los que estén destinados. 

Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, la prestación de 

servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra se llevarán a cabo y se adjudicarán 

por medio de licitaciones públicas mediante convocatoria pública, para que se presenten 

propuestas en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Gobierno del 

Estado y a los municipios, las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, 

financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. 

Cuando las licitaciones a las que hace referencia el párrafo anterior no sean idóneas para 

asegurar dichas condiciones, las leyes establecerán las bases, procedimientos, reglas, requisitos 

y demás elementos para acreditar la economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez 

que aseguren las mejores condiciones para el Estado, los municipios y los órganos autónomos. 

Todos los pagos se harán mediante orden escrita en la que se expresará la partida del 

presupuesto a cargo de la cual se realicen. Los servidores públicos del Estado y municipios, tienen en 

todo tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad los recursos públicos que están bajo su responsabilidad, 
sin influir en la equidad de la competencia entre los partidos políticos. 

. . .  

 

Asimismo, cabe señalar que en esta entidad federativa es el Libro Décimo Tercero del Código 
Administrativo del Estado de México, el que regula las adquisiciones, enajenaciones, 

arrendamientos y servicios que llevan cabo en los siguientes términos: 
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Artículo 13.1.- Este Libro tiene por objeto regular los actos relativos a la planeación, programación, 

presupuestación, ejecución y control de la adquisición, enajenación y arrendamiento de bienes, y la contratación 

de servicios de cualquier naturaleza, que realicen: 

I.  a II … 

III. Los ayuntamientos de los municipios del Estado; 

IV a V …  

 

Artículo 13.3.- Para los efectos de este Libro, en las adquisiciones, enajenaciones, 
arrendamientos y servicios, quedan comprendidos: 

I. La adquisición de bienes muebles; 

II. La adquisición de bienes inmuebles, a través de compraventa; 

III. La enajenación de bienes muebles e inmuebles; 

IV. El arrendamiento de bienes muebles e inmuebles; 

V. La contratación de los servicios relacionados con bienes muebles que se encuentran incorporados o 

adheridos a bienes inmuebles, cuya instalación o mantenimiento no implique modificación al bien inmueble; 

VI. La contratación de los servicios de reconstrucción y mantenimiento de bienes muebles; 

VII. La contratación de los servicios de maquila, seguros y transportación, así como de los de limpieza y 

vigilancia de bienes inmuebles; 

VIII. La prestación de servicios profesionales, la contratación de consultorías, asesorías, 

estudios e investigaciones, excepto la contratación de servicios personales de personas físicas 

bajo el régimen de honorarios. 

En general, otros actos que impliquen la contratación de servicios de cualquier naturaleza. 

 

Artículo 13.9.- Las adquisiciones, arrendamientos y servicios que las dependencias, entidades, 

ayuntamientos y tribunales administrativos requieran para la realización de las funciones y programas que 

tienen encomendados, deberán determinarse con base en la planeación racional de sus necesidades y recursos. 

 

Artículo 13.10.- Las dependencias, entidades, ayuntamientos y tribunales administrativos deberán 

programar sus adquisiciones, arrendamientos y servicios, tomando en consideración, según corresponda, lo 

siguiente: 

I. Los objetivos, estrategias y líneas de acción establecidos en el Plan de Desarrollo del Estado de México; los 

criterios generales de política social fijados por el titular del Poder Ejecutivo; y las previsiones contenidas en los 

programas sectoriales; 

II. Los objetivos, estrategias y líneas de acción establecidos en los planes de desarrollo municipal; 

III. Las actividades sustantivas que desarrollen para cumplir con los programas prioritarios que tienen bajo su 

responsabilidad. 

 

Artículo 13.11.- Las dependencias, entidades, ayuntamientos y tribunales administrativos al formular sus 

programas anuales de adquisiciones, arrendamientos y servicios, además de lo establecido en 

otras disposiciones legales, deberán observar lo siguiente: 

I. Los bienes, arrendamientos y servicios que solucionen de manera adecuada sus necesidades 

de operación; 

II. Los recursos financieros y materiales y los servicios con los que se cuente; 

III. Los plazos estimados en los que se requerirán los bienes, arrendamientos y servicios; 

IV. Las políticas y normas administrativas que establezca la Secretaría de Administración y los ayuntamientos, 

en su caso, para optimizar las adquisiciones, arrendamientos y servicios; 

V. Las demás previsiones que sean necesarias para la adecuada planeación, operación y ejecución de los 

programas y acciones correspondientes. 
Las dependencias, entidades estatales y tribunales administrativos formularán sus programas 

de adquisiciones, arrendamientos y servicios, simultáneamente con sus programas anuales y 

proyectos de presupuestos de egresos. 

 

Artículo 13.13.- Únicamente se pueden tramitar, convocar, adjudicar o llevar a cabo adquisiciones, 

arrendamientos y servicios, cuando las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos, 

cuenten con saldo disponible dentro de su presupuesto aprobado. 
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Artículo 13.14.- En los contratos de adquisiciones, arrendamientos y servicios, cuya ejecución rebase un 

ejercicio presupuestal, las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos, deberán 

determinar tanto el presupuesto total como el relativo a los ejercicios subsecuentes, en los que además de 

considerar las costos que en su momento se encuentren vigentes, se deberán tomar en cuenta las previsiones 

necesarias para los ajustes de costos que aseguren el cumplimiento de las obligaciones contraídas. 

 
Por su parte el Reglamento del Libro Decimo Tercero del Código Administrativo dispone al 

respecto lo siguiente: 
 

TITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1.- El presente ordenamiento tiene por objeto reglamentar las disposiciones del Libro 

Décimo Tercero del Código Administrativo del Estado de México, relativas a la planeación, programación, 

presupuestación, ejecución y control de la adquisición, enajenación y arrendamiento  de bienes, y la 

contratación de servicios que realicen: 

I. Las secretarías y las unidades administrativas del Poder Ej ecutivo del Estado; 

II. La Procuraduría General de Justicia; 

III. Los organismos auxiliares y fideicomisos públicos de carácter estatal o municipal; 

IV. Los tribunales administrativos. 

Las disposiciones de este Reglamento serán aplicables a los particulares que participen en los procedimientos, 

operaciones o contratos regulados en el Libro. 

Los poderes Legislativo y Judicial, así como los organismos autónomos podrán aplicar los procedimientos 

previstos en este Reglamento en todo lo que no se oponga a los ordenamientos legales que los regulan, 

sujetándose a sus propios órganos de control. 

Las disposiciones de este Reglamento serán aplicables a los ayuntamientos, siempre que los actos a que se 

refiere el Libro se realicen con cargo total o parcial a fondos del Gobierno del Estado. 

Tratándose de la ejecución de actos materia del Libro, los municipios podrán aplicar las disposiciones del 

presente Reglamento cuando así lo determine el ayuntamiento. 

 

Artículo 2.- Para los efectos de este Reglamento, se entenderá por: 

a) Adjudicación directa: Excepción al procedimiento de licitación pública de bienes, enajenación o 

arrendamiento de bienes, o la contratación de servicios en el que la convocante, designa al proveedor de 

bienes, arrendador, comprador o prestador del servicio, con base en las mejores condiciones en cuanto a 

precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. 

b) Bases: Documento público expedido unilateralmente por la autoridad convocante, donde se 

establece la información sobre el objeto, alcance, requisitos, términos y demás condiciones del 

procedimiento para la adquisición, enajenación o el arrendamiento de bienes y la contratación 

de servicios. 

c) ... 

d) Contratante: Dependencia, entidad, tribunal administrativo o ayuntamiento, que celebra 

contrato con un proveedor de bienes o prestador de servicios que haya resultado adjudicado 

en un procedimiento para la adquisición, enajenación o arrendamiento de bienes o servicios. 

e)  a h) … 

i) Invitación restringida: Excepción al procedimiento de licitación pública, mediante el cual las 

dependencias, entidades, tribunales administrativos o ayuntamientos adquieren bienes muebles 

y contratan servicios, a través de la invitación a cuando menos tres personas, para obtener las 
mejores condiciones en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás 

circunstancias pertinentes. 

j).. 

k) Licitación pública: Modalidad adquisitiva de bienes y la contratación de servicios, mediante 

convocatoria pública que realicen las dependencias, entidades, tribunales administrativos o 

ayuntamientos, por el que se aseguran las mejores condiciones en cuanto a precio, calidad, 

financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. 
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l) Oferente: Persona que presenta propuesta técnica y económica para participar en un 

procedimiento adquisitivo, contratación de servicios o de arrendamiento de bienes. 

m) a n)… 

o) Prestador: Persona que celebra contratos de prestación de servicios con las dependencias, entidades, 

tribunales administrativos o ayuntamientos. 

p) Proveedor: Persona que celebra contratos de adquisición de bienes con las dependencias, entidades, 

tribunales administrativos o ayuntamientos. 

q)… 
r) Procedimiento adquisitivo: Conjunto de etapas por las que las dependencias, entidades, 

tribunales administrativos o ayuntamientos, adquieren bienes o contratan servicios para el 

cumplimiento de sus funciones, programas y acciones. 

s) Reglamento: Reglamento del Libro Décimo Tercero del Código Administrativo del Estado de 

México. 

t)… 

u) Subasta pública: Procedimiento mediante el cual las dependencias, entidades, tribunales administrativos o 

ayuntamientos, previa convocatoria pública, enajenan bienes, y en el que aseguran las mejores condiciones en 

cuanto a precio, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. 

 

Artículo 49.- Es responsabilidad del coordinador administrativo o equivalente de la dependencia, entidad o 

tribunal administrativo, autorizar con su firma la convocatoria, las bases y suscribir los contratos derivados de 

los procedimientos adquisitivos y de contratación de servicios.  

 

DE LOS PROCEDIMIENTOS ADQUISITIVOS 

CAPITULO PRIMERO 

DE LA LICITACION PUBLICA 

 

Artículo 68.- Las dependencias o entidades podrán realizar licitaciones públicas, para la adquisición, 

arrendamiento de bienes y la contratación de servicios de cualquier naturaleza, conforme a las previsiones y 

disposiciones presupuestarias respectivas. 

La Secretaría será la responsable de realizar los procedimientos adquisitivos en cualquiera de sus modalidades, 

para dar cumplimiento a los convenios de sueldo y prestaciones para los servidores públicos del Poder 

Ejecutivo. 

 

DE LAS EXCEPCIONES A LA LICITACION PUBLICA 

CAPITULO PRIMERO 

DE LA INVITACION RESTRINGIDA 

 

Artículo 91.- En el procedimiento de invitación restringida se deberá observar lo siguiente: 

I. Se invitará a un mínimo de tres personas seleccionadas de entre las que se encuentren inscritas en el 

catálogo de proveedores y de prestadores de servicios. 

Se podrá invitar a personas que no se encuentren inscritas, cuando en el giro correspondiente del catálogo de 

proveedores y prestadores de servicios no exista el registro mínimo de personas requeridas para tal modalidad; 

II. Las bases de la invitación restringida indicarán los aspectos de la adquisición o contratación; 

III. Serán aplicables, en lo conducente, las disposiciones de la licitación pública. 

 

CAPITULO SEGUNDO 

DE LA ADJUDICACION DIRECTA 

 
Artículo 92.- Las dependencias, entidades y tribunales administrativos podrán adquirir, arrendar o enajenar 

bienes, y contratar servicios, mediante adjudicación directa en los términos establecidos por el Libro. 

 

Artículo 115.- Los contratos relacionados con las materias reguladas por el Libro referirán, como mínimo, lo 

siguiente: 

I. Objeto; 

II. Vigencia; 

III. Procedimiento que dio origen a la suscripción del contrato; 
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IV. Monto; 

V. Porcentajes, número y fechas de las exhibiciones y amortización de los anticipos que se 

otorguen; 

VI. Formalidades para el otorgamiento y cobro de garantías; 

VII. Penas convencionales por causas imputables al contratista, las que se determinarán en 

función del incumplimiento de las condiciones convenidas, y que en ningún caso podrán ser 

superiores, en su conjunto, al monto de la garantía de cumplimiento. Las dependencias, 

entidades y tribunales administrativos, deberán fijar los términos, forma y porcentajes para 
aplicar las penas convencionales; 

VIII. Términos en que el contratista, en su caso, reintegrará las cantidades que, en cualquier 

forma, hubiere recibido en exceso por la contratación; 

IX. Causales por las que las dependencias, entidades o tribunales administrativos, podrán dar 

por rescindido el contrato y sus efectos; 

X. Las consecuencias de la cancelación o terminación anticipada por causas imputables al 

contratista; 

XI. Señalamiento del domicilio de las partes, ubicado en el territorio del Estado; 

XII. Renuncia expresa al fuero que les pudiera corresponder en función de su domicilio 

presente o futuro. 

 

Artículo 116.- Cuando el contrato sea adjudicado a varios participantes, deberá ser firmado de manera 

conjunta, especificando las obligaciones que a cada uno correspondan. 

 

Artículo 117.- Cuando dentro del término establecido para ello, el contrato no sea firmado por la persona 

que resulte  adjudicada, la convocante podrá adjudicarlo al licitante que haya presentado la propuesta 

económica solvente más cercana a la ganadora, y así sucesivamente; en todo caso, la diferencia de precio no 

deberá ser superior al diez por ciento, incluyendo el impuesto al valor agregado, respecto de la propuesta 

ganadora. 

 
Del precepto citado, se desprende por su importancia los siguientes aspectos: 

 

 Que todo pago se hará mediante orden escrita en la que se expresará la partida del 

presupuesto a cargo de la cual se realicen; 
 

 Que los recursos públicos deberán administrarse con eficiencia, eficacia y honradez 
 

 Que las adquisiciones arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, la 
prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de  servicios puede llevarse a 

cabo por medio de licitaciones públicas, invitación restringida, o adjudicación directa. 
 

 Que cuando las licitaciones no sean idóneas para asegurar dichas condiciones, las leyes 
establecerán las bases, procedimientos, reglas, requisitos y demás elementos para acreditar la 
economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones 

para el Estado, los municipios y los órganos autónomos 
 

 Dichos aspectos, denotan que  los arrendamientos, compras, y  servicios que contrata el 
sector público, constituyen aspectos trascendentes, por el volumen e importancia que 
representan, en los que de manera considerable se invierten grandes cantidades de recursos 

públicos. 
 

 Por lo tanto, la contratación de bienes, arrendamientos, servicios, por parte del cualquier 
órgano público, deben guiarse a través de un instrumento jurídico administrativo que brinde 
eficiencia y transparente a la actuación administrativa. 
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 Que en la suscripción de contratos por adquisiciones de bienes o servicios como datos 
mínimos se establecerán el objeto, vigencia, procedimiento que dio origen a la 

suscripción del contrato, monto,  porcentajes, número y fechas de las exhibiciones 
y amortización de los anticipos que se otorguen, formalidades para el otorgamiento y 

cobro de garantías, penas convencionales por causas imputables al contratista,  términos y 
formas para aplicación de s penas convencionales el señalamiento del domicilio de las partes, 

ubicado en el territorio del Estado. 
 

De todo lo anterior es indiscutible que desde la propia Constitución del Estado, se establecen 
principios y controles en el manejo de los recursos públicos. Que uno de estos controles, es 

precisamente que todo pago realizado, será mediante orden escrita en la partida del presupuesto a 
cargo de la cual se realizan. De igual manera, en el marco jurídico aplicable, se prevé la imposición legal 
de que las contrataciones formen parte de un proceso de planeación. 

 
En este contexto, cabe señalar que lo solicitado por el hoy RECURRENTE, guarda relación 

precisamente con lo expuesto, ya que precisamente lo que se requiere es que se le proporcione 
información sobre  una relación completa y desglosada con el monto de los gastos realizados por 

adquisición de bienes y servicios por el ayuntamiento y DIF Municipal  con motivo de los festejos de las 
fiestas navideñas, de fin de año y día de reyes pasados, que incluya el monto de la inversión, la razón 

social de los proveedores y el producto o servicio comprado o contratados  
 

Luego entonces, se puede decir que la información solicitada se refiere a documentos que son soporte 
de los gastos realizados por el SUJETO OBLIGADO, y que se vincula al ejercicio del gasto público. 

Por lo que en este sentido se trata de información que si puede ser generada por el SUJETO 
OBLIGADO en el ámbito de sus atribuciones, y que consiste en la comprobación del gasto efectuado 

por dicho Ayuntamiento. 
 

A ello debe considerarse que el trayecto del dinero público es, si no la más relevante, sí una de las más 
importantes razones de ser el régimen de transparencia, rendición de cuentas y acceso a la 
información.  

 
Para este Pleno, no pasa desapercibido  que  la realización de  estos eventos como los festejos  

navideños y festejo de día de reyes implica una invariable organización y coordinación, lo que 
evidentemente puede  requerir una gran variedad de bienes y servicios para la realización de dichos 

festejos,  y  en los cuales la experiencia demuestra que en tales eventos se destaca  que se requieren 
entre los más singulares  juguetes,  participación de artistas, grupos musicales, servicios de iluminación,  

pirotecnia,  sillas,  lonas o carpas  y demás equipo inherente de infraestructura para la celebración de 
dicho eventos, siendo el caso que cuando el Ayuntamiento cuenta con recursos materiales puede 

requerir ya sea en su totalidad todos los servicios o también se  puede celebrar contrato de prestación 
de bienes y de servicios a las diferentes empresas que presten estos servicios de manera independiente,  

o en su defecto también puede realizarse un  único contrato de prestación de servicios ya que existen 
empresas encargadas  de la coordinación  y organización de eventos en su totalidad, por lo que en este 

sentido la prestación del servicio que prestan estas Empresas involucra tanto la infraestructura material 
como la prestación del servicio del personal respectivo para ello,  siendo que la intervención del 

Ayuntamiento se circunscribe a la supervisión y coordinación del evento con la empresas o prestador 
de servicios respectivos, y obviamente el del pago o contraprestación económica que le corresponda 
en los términos establecidos en dicho contrato. 
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Razón por la cual  cada gasto realizado debe estar contemplado en un soporte documental llámese 

facturas de cobro, contratos, o simplemente recibos de la tesorería,  los que permiten  posteriormente 
su comprobación ya sea por el Órgano de Fiscalización Superior del Estado de México o bien por la 

contraloría interna a través de auditorías internas.  
 

Por lo que en esa tesitura es de señalar que lo solicitado por  el ahora RECURRENTE atiende 
directamente a la actividad de la administración  de recursos económicos en la que desea conocer 
quien proveyó  tanto al Ayuntamiento como al DIF Municipal de bienes y servicios, cuanto costaron, 

que cantidad se adquirió, en general  conocer cada gasto ejercido por la prestación de bienes y 
servicios para la realización de  los  eventos que en el caso  nos ocupa festejos navideños y día de 

reyes. En consecuencia, resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 2 fracciones V y  XVI, 3, 7 fracción 
IV, 11 y 41 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y 

Municipios al ser información pública es que se debió entregar al hoy RECURRENTE, ya que como 
ha quedado asentado los SUJETOS OBLIGADOS, deben proporcionar la información que generen 

en el ejercicio de sus atribuciones; a la vez que están obligados a proporcionar la información que obre 
en sus archivos.  

 
De esta manera podemos determinar que lo solicitado por EL RECURRENTE, es una atribución de 

EL SUJETO OBLIGADO tiene, y que se identifican con cada uno de estos rubros denominados 
Capítulos en un Presupuesto.    En consecuencia, para este pleno la documentación objeto del presente 

recurso de revisión, cumple con los extremos citados en el párrafo anterior, es decir, EL SUJETO 
OBLIGADO si genera en el ámbito de sus atribuciones, la información motivo de la litis, y por tanto, 

para este organismo revisor EL SUJETO OBLIGADO se encontraba posibilitado para entregar  la 
información respectiva, consistente tanto  nombre o razón social del proveedor, costo total y la 
cantidad adquirida,  para los festejos navideños  y día de Reyes realizado por  el Ayuntamiento como 

por el DIF Municipal, así como copia de los documentos soportes (copias de las pólizas, facturas, 
contrato u otros análogos) que acrediten la relación desglosada de los bienes y servicios respectivos 

por los que se realizo el pago. 
 

Adicionalmente, la información solicitada es pública, porque puede estar relacionada con los procesos 
de licitación y contratación de bienes y servicios, asimismo se vincula con la ejecución del gasto, y que 

de conformidad con el artículo 12, informar de manera sistematizada sobre dichos procesos, es 
información pública de oficio. 

 
En efecto, cabe indicar que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de México y Municipios impone a los Sujetos Obligados, dos deberes específicos en materia 
de transparencia y acceso a la información; la primera, conocida como activa, que se refiere a un 

mínimo de información de acceso público que sea puesta a disposición del público, preferentemente de 
manera electrónica, según lo señala el artículo 17 de dicho ordenamiento legal, que a la letra señala lo 

siguiente: 
 

Artículo 17.- La información referente a las obligaciones de transparencia será puesta a disposición de los 

particulares por cualquier medio que facilite su acceso, dando preferencia al uso de sistemas computacionales 

y las nuevas tecnologías de la información. 
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La siguiente obligación es la conocida como pasiva y consiste en la entrega de la información solicitada 
por el particular, y que no se encuentre en el mínimo de información que de manera obligatoria se 

pone a disposición del público. 
 

En cuanto a la obligación activa, o llamada “información pública de oficio”, cabe decir que se trata de “un 
deber de publicación básica” o “transparencia de primera mano”. Se trata que información que poseen las 

autoridades, y sin que medie solicitud, se publiquen determinados datos en el portal o en la página 
Web  de las dependencias, información que el legislador ha considerado deben ser puesta a disposición 
de manera permanente y actualizada a todo el público, buscando con ello dar un giro a la cultura del 

secreto respecto a la información que se poseen los sujetos obligados, ya que de manera proactiva –
obviamente como deber normativo- en las páginas electrónicas deben publicarse temas que antes eran 

tabú, tales como estructura orgánica, remuneración mensual de servidores públicos, presupuesto 
asignado, resultado de auditorías, concesiones, contratos, entre otros temas más, pero que sin duda 

son de interés de las sociedad sobre el cómo y de qué forma están actuando sus autoridades, lo que a 
su vez contribuye a transparentar y mejorar la gestión pública y promueve la rendición de cuentas, al 

privilegiarse y garantizarse el principio de máxima publicidad.  
 

Es así que respecto de la obligación activa o de oficio, son los artículos 12, 13, 14 y 15 los que señalan 
que de acuerdo a la naturaleza de EL SUJETO OBLIGADO por dicho cuerpo legal, el mínimo de 

información que debe ponerse a disposición del público. 
 

En el caso de los Municipios, serian  aplicables al rubro en estudio las obligaciones previstas por el 
artículo 12 y 15 de la LEY de la materia. A este respecto, resulta aplicable en el caso en estudio lo 

previsto en la fracción XI del artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Estado de México y Municipios que prevé que es pública la información relacionada con los 
procesos de licitación y contratación para la prestación de servicios que hayan celebrado en el área de 

su responsabilidad con personas físicas o morales de derecho privado, asimismo se vincula con la 
ejecución del gasto, y que de conformidad con el artículo 12, informar de manera sistematizada sobre 

dichos procesos, es información pública de oficio, por lo que si bien la “facturas” como tal no es 
“información de oficio”, lo cierto es que si es información pública: 

 
Artículo 12. Los Sujetos Obligados deberán tener disponible en medio impreso o electrónico, de 

manera permanente y actualizada, de forma sencilla, precisa y entendible para los particulares, la 

información siguiente: 

(…) 

VII. Presupuesto asignado y los informes sobre su ejecución, en los términos que establece el presupuesto de 

Egresos del Gobierno del Estado; 

… 

XI. Los procesos de licitación y contratación para la adquisición de bienes, arrendamientos y 

prestación de servicios que hayan celebrado en el área de su responsabilidad con personas físicas 

o morales de derecho privado; 

(…) 

 
En consecuencia, se puede afirmar que la materia de la solicitud del RECURRENTE es información 

pública, y cuyo acceso permite verificar la probidad,  honradez y ejercicio en el marco jurídico de la 
actuación con que deben conducirse  los servidores públicos en materia de adquisición y contratación 

de bienes y servicios. 
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En efecto, la información solicitada es información pública, más aun cuando debe tenerse presente que 
el fin primordial del derecho a la información en su vertiente de derecho de acceso a la información 

pública, tiene como objetivo primordial, formular un escrutinio público y evaluación a la gestión pública, 
en tanto que esta se apegue a los criterios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez 

previstos por el artículo 134 de la Constitución General, ya señalado en párrafos precedentes, y que 
por su importancia merece ser reiterado, prescribiendo en su primer párrafo lo siguiente: 

 
Artículo 134. Los recursos económicos de que dispongan la Federación, los estados, los municipios, el Distrito 

Federal y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones territoriales, se administrarán con eficiencia, 

eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

 
En este sentido, queda fuera de toda duda, que el derecho de acceso a la información pública deberá 

ser tan amplio como para permitir a la sociedad, conocer que la administración de los recursos se 
apegue a los principios constitucionales señalados. 

 
En efecto, la información es pública por las siguientes razones: Primero, se trata de uno de los temas 

fundacionales del régimen de transparencia: el dinero público. En el caso en comento, del dinero 
público asignado y gastado. Segundo, no hay tema más atractivo en el marco del acceso a la 

información que el de conocer el uso y destino de los recursos financieros o dinerarios públicos 
administrados por los Sujetos Obligados. Es una de las razones primordiales de que exista el régimen 

de transparencia y del derecho de acceso a la información. 
 

Por lo que cabe destacar que un aspecto trascendente  en el ámbito gubernamental es el manejo de 
recursos públicos, por lo que el trayecto del dinero público es, si no la más relevante, sí una de las más 
importantes razones de ser del régimen de transparencia, rendición de cuentas y acceso a la 

información.  En este sentido cabe destacar que el artículo 126 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos prevé  al respecto lo siguiente: 

 
Artículo 126.- No podrá hacerse pago alguno que no este comprendido en el presupuesto o determinado 

por ley posterior. 

 

En esa tesitura la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México,  también prevé 
en materia de aplicación de recursos económicos  en su  artículo 129 de igual forma que las 

adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, la prestación de servicios de 
cualquier naturaleza se adjudicarán por medio de licitaciones públicas  así también prevé que cuando las 

licitaciones no sean idóneas para asegurar dichas condiciones, las leyes establecerán las bases, 
procedimientos, reglas, requisitos y demás elementos para acreditar la economía, eficacia, eficiencia, 

imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado, los municipios y los 
órganos autónomos Además de considerar que todos los pagos se harán mediante orden escrita en la 

que se expresará la partida del presupuesto a cargo de la cual se realicen, por lo que los servidores 
públicos del Estado y municipios, tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad los 

recursos públicos que están bajo su responsabilidad, sin influir en la equidad de la competencia entre 
los partidos políticos. 
 

 
Por ello la publicidad de la información requerida se justifica, porque permite conocer si los Sujetos 

Obligados  están cumpliendo son la obligación de administrar con eficiencia, eficacia, economía, 
transparencia y honradez los recursos públicos de que disponga para satisfacer los objetivos a los que 

estén destinados, y si en efecto se está ciñendo su actuación al mandato de Ley en cuanto a que 



 EXPEDIENTE: 00025/INFOEM/IP/RR/A/10. 

RECURRENTE: ------------------------------------------- 

SUJETO OBLIGADO: AYUNTAMIENTO DE  TEPETLIXPA 

PONENTE: COMISIONADO FEDERICO GUZMAN TAMAYO. 

 

 

 

15 

 

contratos de bienes y servicios se deben adjudicar a través de licitaciones públicas, mediante 
convocatoria pública, o bien se prevé también la posibilidad de que las dependencias públicas  puedan 

adjudicar contratos mediante las excepciones al procedimiento de licitación, a través de las 
modalidades de Invitación restringida o Adjudicación directa.  

 
Es así, que las reglas y modalidades para la contratación de bienes y servicio no tienen otro fin más que 

el de asegurar, que la dependencia o entidad pública respectiva, las mejores condiciones disponibles en 
cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. 
 

Se trata de prever reglas que rijan las contrataciones gubernamentales tanto del orden federal, estatal 
como municipal, procurando profundizar en la transparencia del quehacer gubernamental y en la clara 

rendición de cuentas. 
 

Las normas antes diseñadas en materia de contrataciones buscan prevenir la discrecionalidad de las 
adquisiciones, arrendamientos, obras públicas y servicios que realizan o contratan las dependencias y 

entidades del sector público, así como fomentar una mejora regulatoria en la administración pública de 
los distintos ordenes de gobierno, que facilite la actividad gubernamental y garantice la aplicación de 

controles indispensables, que incrementen la oportunidad e igualdad de condiciones para los 
participantes, con la finalidad de propiciar el desarrollo de nacional, estatal y municipal,  el avance 

tecnológico y la competitividad de técnicos, profesionistas, prestadores de servicios, empresarios e 
industriales en el país. Buscan, asegurar a la sociedad la transparencia de las contrataciones que lleva a 

cabo el sector público, propiciando la certeza de que los actos concernientes se apeguen a los 
principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen el desempeño del servicio 

público. 
 
Es importante destacar  que  la Doctrina ha establecido como  Licitación Pública “al procedimiento 

administrativo que consiste en una invitación a contratar de acuerdo a bases previamente determinadas 
con la finalidad de obtener la oferta más beneficiosa para la Administración.” Cabe señalar que 

respecto al procedimiento de Licitación pública,  se ha dicho que cuenta con múltiples ventajas en 
beneficio de la comunidad y del bien común que la ha generalizado como un instrumento de 

preferencia en el supuesto de los contratos Administrativos.  En ese sentido  sus ventajas estas resultan 
ser: 

 
1) Se evita, en la mayoría de los casos,  el interés personal de los servidores públicos, que tienen 

la competencia de contratar, y la de los particulares.  
2) La necesidad de respetar el procedimiento y adjudicar la licitación al proponente  que proveas 

mayores beneficios, actúa como un límite para acuerdos indebidos o fuera del marco de la Ley. 
3) La necesaria concurrencia de los particulares puede generar un beneficio importante, para la 

Administración licitante, que puede obtener de esa competencia un mejor precio lato sensu. 
4)  Los licitantes controlarán el procedimiento, pudiendo oponerse mediante los recursos 

administrativos pertinentes, si la licitación se desarrolla en forma anormal. 
 

 

Ahora bien para el caso de en los casos de adjudicación directa  la Administración podrá seleccionar su 
contraparte directamente cuando la operación no exceda de un monto ya establecido y por lo que se 

refiere a la invitación restringida esta actúa  también sobre ciertos límites  y rangos ya establecidos en 
ley. 
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Por lo que  conocer como se realizo el proceso de adjudicación y contratación, es decir si fue 
mediante la licitación, adjudicación directa o invitación restringida,  así como  conocer a los 

proveedores, el costo de los bienes y servicios, y la cantidad adquirida,  sirve para prevenir la intereses 
discrecionales de lucro  y fortalecer la credibilidad y confianza de los ciudadanos en el gobierno,  ya que 

es necesario informar sobre su ejercicio, sobre todo de las áreas más vulnerables a prácticas 
irregulares de la función pública y de los recursos públicos.  Por  eso la Ley de acceso a la información  

en su artículo 12 plantea un cambio estructural sobre las bases mínimas  y no limitativas del sistema de 
rendición de cuentas, al disponer determinada información que debe ponerse a disposición del público 
de manera permanente y actualizada, incluyendo dentro de esta la relativa a la obra pública. 

En esta tesitura, es que los programas anuales de obras y, en su caso, la información relativa a los 
procesos de licitación y contratación de las obras públicas y servicios relacionadas con las mismas,  sea 

cual fuere procedimiento por medio del cual se adjudico es por regla general pública, ello de manera 
puntual por las siguientes razones: 

1) Se evita prácticas indebidas tanto por parte de los servidores públicos, como  por parte de los 

particulares que tienen la competencia de contratar.  

2) La necesidad de respetar el procedimiento y adjudicar al proponente con más beneficios, 

limitando acuerdos discrecionales. 

3) La  mirada observadora del ciudadano permite controlar el procedimiento de legalidad es decir 
si no cumple con las bases o formalidades ya previamente establecidas tanto en ley como en 

las propias convocatorias ya que al  ser del escrutinio público, los ciudadanos pueden activar el 
actuar  de los Organismos de control, y ejerzan sus funciones de sanciones.  

4) El manejo de recursos es más eficiente, eficaz, honesto e imparcial ya que al ser espectador  el 
ciudadano sirve como medio de prevención y control del uso de recursos sobre los costos, 

bienes adquiridos y calidad de los mismos.  Ya que sin duda  en el manejo de recursos públicos 
se puede generar la aplicación indebida de recursos económicos  en detrimento de la hacienda 

municipal. 

5) Al ser el Estado un órgano que también actúa como recaudador de ingresos de los ciudadanos,  

sin duda alguna el   manejo de recursos que tengan disponibles proviene del ciudadano lo que 
hace de suyo  la obligación de los SUJETOS OBLIGADOS para  informar sobre  la 

administración de los recursos públicos  y  que  forman parte del ingreso de los particulares. 

 

Este Pleno, estima oportuno recordar que la ausencia de transparencia produce democracias de baja 
calidad. Por ello un derecho humano fundamental es el derecho a la información; así mismo,  por tanto 

se puede afirmar que la participación ciudadana en la función fiscalizadora es fundamental para tener 
éxito como nación en materia de rendición de cuentas.   Ya que uno de los pilares más importantes de 
los órganos fiscalizadores, será lograr obtener una sólida credibilidad ante la opinión pública como 

resultado de su trabajo.  
 

En consecuencia el derecho a la información es  un componente clave de la rendición de cuentas y la 
transparencia, en el entendido  que  se puede definir como el conjunto de normas jurídicas que regulan 

el acceso de los ciudadanos a la información de interés público, en especial la que se genera en los 
órganos de gobierno, pues la información de otras fuentes está protegida por el derecho a la 

privacidad.  
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La rendición de cuentas y el acceso a la información son dos componentes esenciales de cualquier 
gobierno democrático. Constituyen mecanismos de gobernabilidad, haciendo posibles condiciones de 

participación y proximidad ciudadana en los procesos gubernamentales  en el caso que nos ocupa en  
los procesos  de la adquisición de bienes y servicios, abriendo nuevos canales de comunicación entre el 

Gobierno y sus diversos actores sociales.  
 

Por ello,  descentralizar la rendición de cuentas involucrando a la sociedad en la labor de vigilar el 
desempeño de sus gobiernos y activar alarmas cuando haya indicios de intereses discrecionales 
indebidos  y comportamiento oportunista, y  no solo dejarlo a los Órganos de Fiscalización Superior, 

ayuda  a disminuir su costo y elevar su eficiencia.  
 

Pero para que la sociedad pueda detectar el humo y activar las alarmas, es indispensable que los 
vecinos puedan observar el humo y activar la alarma. Y ese es el mayor problema de los gobiernos,  en 

los que  son opacos porque su información es inaccesible, restringida y, con frecuencia los funcionarios  
se niegan a proporcionarla.  

 
Para que la sociedad detecte malos manejos y active la alarma del Congreso  (Órgano Superior de 

Fiscalización) y de otros entes de fiscalización, es necesario que los gobiernos sean transparentes, que 
la información sea de acceso libre y público, para que cualquier ciudadano, organización o partido 

político pueda detectar irregularidades e iniciar el proceso de rendición de cuentas.  
 

Por  eso la Ley de acceso a la información  en su artículo 12 plantea un cambio estructural sobre las 
bases mínimas  y no limitativas del sistema de rendición de cuentas.  

En este sentido las personas jurídico colectivas oficiales es el caso particular el Ayuntamiento pueden 
actuar como entes dotados de poder público y, de modo excepcional, como entidades de derecho 
privado es decir  realizando contratos  de carácter privado para la obtención de bienes y servicios 

como en el caso acontece,  en donde una de las partes es un ente público y la otra es un ente de 
derecho privado (particular, personas jurídico-colectivas), por lo que sin duda  la adquisición de un bien 

o servicio,  sea cual fuere procedimiento por medio del cual se adquirió  debe ser pública como regla 
general  por las siguientes razones: 

6) Se evita practicas indebidas tanto por parte de los servidores públicos, como  por parte de los 

particulares que tienen la competencia de contratar.  

7) La necesidad de respetar el procedimiento y adjudicar al proponente con más beneficios, 

limitando acuerdos discrecionales. 

8) La  mirada observadora del ciudadano permite controlar el procedimiento de legalidad es decir 
si no cumple con las bases o formalidades ya previamente establecidas tanto en ley como en 

las propias convocatorias ya que al  ser del escrutinio público, los ciudadanos pueden activar el 
actuar  de los Organismos de control, y ejerzan sus funciones de sanciones.  

9) El manejo de recursos es más eficiente, eficaz, honesto e imparcial ya que al ser espectador  el 
ciudadano sirve como medio de prevención y control del uso de recursos sobre los costos, 

bienes adquiridos y calidad de los mismos.  Ya que sin duda  en el manejo de recursos públicos 
se puede generar la aplicación indebida de recursos económicos  en detrimento de la hacienda 

municipal. 
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10) Al ser el Estado un órgano que también actúa como recaudador de ingresos de los ciudadanos,  
sin duda alguna el   manejo de recursos que tengan disponibles proviene del ciudadano lo que 

hace de suyo  la obligación de los SUJETOS OBLIGADOS para  informar sobre  la 
administración de los recursos públicos  y  que  forman parte del ingreso de los particulares. 

 
A mayor abundamiento, y derivado a lo anterior se puede determinar lo siguiente: 

 

 Que EL SUJETO OBLIGADO tiene a su cargo la posibilidad de generar  la información 
requerida por EL RECURRENTE, y  que puede obrar en sus archivos  

 

 Que la información solicitada por EL RECURRENTE tiene el carácter de Pública de Oficio, y 
que esta está debe entenderse  como una puesta a disposición de información sistematizada, y 

que se refiere precisamente aquellos rubros o datos mínimos que exige  en primer lugar el 
artículo 12 de la Ley de la Materia para todos los Sujetos Obligados, y de manera particular 

según sea el caso, de aquellos previstos en los artículos 13, 14 y 15. 
 

 Que LOS SUJETO OBLIGADOS  están compelidos y constreñidos a sistematizar la 
Información Pública de Oficio, ya sea en medios electrónicos e impresos. 

 

 Que están compelidos  a poner la Información Pública de Oficio de manera permanente y 
actualizada, de forma sencilla precisa y entendible para los particulares. 

 

Ahora bien, del alcance de los postulados que la norma tuvo respecto de la Información Pública de 
Oficio se debe entender fundamentalmente lo siguiente: 

 

 Que dicha “obligación activa” implica que debe ser presentada tal información de forma tal que 
las personas puedan verificar, a través de los documentos que obren en los archivos de los 

Sujetos Obligados la veracidad y precisión de la misma. 
 

 Que para que se puedan proporcionar de forma sencilla, precisa y entendible para los 
particulares, dicha información pública de oficio a que aluden las fracciones de los artículos 12, 
13, 14, y 15 de la Ley de la Materia, se ha reconocido o entendido la necesidad de una 

sistematización y procesamiento de la Información Pública de Oficio, ya que solo así se puede 
alcanzar los principios de sencillez, precisión y entendimiento que permitan facilitar a las 

personas el uso y comprensión de dicha información.  
 

 Que de la lectura de los preceptos 12, 13, 14 y 15 de la Ley de la materia,  relativos a la 
Información Pública de Oficio, es entendible la precisión de un listado o relación de datos 
básicos sencillos y comprensibles para todo el público, datos éstos que permitan hacer 

identificable a un expediente a fin de atender a los principios de máxima publicidad y 
transparencia y, tomando en cuenta la naturaleza y circunstancia del acto que se pide deba 

informarse. 
 

 En efecto, cuando se ha determinado que la información publicada debe ser precisa y clara, 
implica que debe concretarse a señalar el dato necesario para el entendimiento de cualquier 
persona. 

 



 EXPEDIENTE: 00025/INFOEM/IP/RR/A/10. 

RECURRENTE: ------------------------------------------- 

SUJETO OBLIGADO: AYUNTAMIENTO DE  TEPETLIXPA 

PONENTE: COMISIONADO FEDERICO GUZMAN TAMAYO. 

 

 

 

19 

 

 Que en efecto debe estar disponible de tal forma que sea fácil su uso y comprensión por las 
personas y contener los elementos básicos que aseguren su calidad, veracidad, oportunidad y 
confiabilidad. 

 

 Para el cumplimiento de la obligación en materia de Información Pública de 
Oficio, a efecto de corroborar la veracidad de la información, se deberá facilitar a 

las personas los documentos-soporte que fueron tomados como base para el 
procesamiento y sistematización de la Información Pública de Oficio. 

 

 Que con dicha información "activa" se permite favorecer la rendición de cuentas, de manera 
que se pueda valorar el desempeño de los sujetos obligados de manera estadística o indicador 

de gestión,  garantizando el principio democrático de publicidad de los actos del Gobierno, 
transparentando el ejercicio de la función pública, a través de un flujo de información 

oportuno, verificable, inteligible, relevante e integral que contribuye  a la democratización y 
plena vigencia del Estado de Derecho, transparencia y la rendición de cuentas de los Entes 

Públicos a través de la generación y publicación de información básica o mínima sobre sus 
indicadores de gestión y el ejercicio de los recursos públicos de manera completa, veraz, 

oportuna y comprensible. 
 

Es así, que para hacer efectivo el ejercicio de este derecho fundamental y poder acceder debidamente a 
la información pública gubernamental, y de cuya efectividad son protagonistas en primera instancia los 

propios Sujetos Obligados, es que se ha diseñado la información Pública de Oficio, como información 
que debe ponerse a disposición del público de manera permanente y actualizada, de forma sencilla, 

precisa y entendible para los particulares, dicha información pública de oficio, y que como ya se expuso 
precisamente implica o conlleva una relación o listado de la información.   
 

Luego entonces,  se podría suponer que los artículos 12, 13, 14 y 15 de la propia Ley podrían 
entenderse como una sistematización e incluso un procesamiento mandatado por la Ley, que no se da 

ex profeso ante una solicitud, sino que debe generarse más allá de cualquier solicitud de información, 
que se debe realizar de manera activa u oficiosa por el propio Sujeto Obligado, como un deber de 

información –como ya se dijo- de primera mano-. Es como cualquier otro Ordenamiento Legal que 
ordena la generación de una específica documentación. Es así que la regla general de no procesamiento, 

encuentra su excepción en el mandato de la propia Ley.  
 

En esta tesitura, se reitera es obligación de EL SUJETO OBLIGADO generar información respecto 
a los rubros contemplados en los artículos 12 y 15 ya que estos son aplicables para los 

AYUNTAMIENTOS, por lo que debe contar con la información requerida de manera sistematizada, 
lo que implica que debe tener la información relativa a monto de la adquisición, bien  o servicio, entre 

otros, con el objetivo fundamental de poder comprobar que el ejercicio de los recursos públicos que 
lleva a cabo de conformidad con las disposiciones aplicables y bajo los principios de austeridad, 

racionalidad y calidad, y demás reglas que lo rigen. 
 
En este orden de ideas, lo que el SUJETO OBLIGADO debió publicar en su Portal de 

Transparencia, en cuanto a los procesos de licitación y contratos de las obras públicas, entre los datos 
que deberían publicarse serian por ejemplo la fecha de autorización, descripción del bien o servicio, 

fecha de contratación, importe o monto del contrato, persona física o moral a la que se le adjudico el 
contrato, período de ejecución, número de la licitación donde fue adjudicada el contrato, entre otros. 

Y que obviamente son coincidentes con lo solicitado por el RECURRENTE, al referir que requiere el 
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monto de la inversión, la razón social de los proveedores y el producto o servicio comprado o 
contratados respecto de la relación de los gastos realizados por el gobierno municipal y DIF municipal 

con motivo de los festejos navideños, de fin de año y día de reyes pasados. 
 

Adicionalmente este Órgano considera prudente tomar en cuenta por analogía jurídica que el IFAI ha 
contemplado dentro del Reglamento de la Ley Federal Transparencia y Acceso a la Información Publica 

Gubernamental establece los rubros mínimos en los casos de adquisiciones y licitaciones  
que se deben contemplar las Dependencias y Entidades en cuyo caso señala: 
 

 
Artículo 21. Las dependencias y entidades deberán publicar en sus sitios de internet, la información relativa a 

los contratos que hayan celebrado en materia de adquisiciones, arrendamientos, servicios, obras públicas y los 

servicios relacionados con éstas, detallando en cada caso: 

La unidad administrativa que celebró el contrato; 

II. El procedimiento de contratación; 

III. El nombre de la persona física o la denominación o razón social de la persona 

 moral a la cual se asigne el contrato; 

IV. La fecha, objeto, monto y plazos de cumplimiento del contrato, y 

V. Los convenios de modificación a los contratos, en su caso, precisando los elementos a 

que se refieren las fracciones anteriores. 

 

Artículo 22. Las dependencias y entidades, cuando transfieran recursos públicos a los estados o municipios, 

deberán hacer pública la información relativa a los montos que entreguen, así como los informes a que hace 

referencia el artículo 12 de la Ley. 

 

Artículo 23. La información a que se refiere la fracción XIV del artículo 7 de la Ley incluirá el marco 

normativo aplicable a la gestión de las dependencias o entidades, incluyendo las disposiciones que regulan el 

ejercicio y control del gasto. 

 
 

También por principio de analogía se puede citar lo dispuesto por Ley  de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Distrito Federal dispone que rubros deban contemplarse para la información 

pública de oficio 
  

Artículo 14. Al inicio de cada año, los Entes Públicos deberán mantener actualizada, de forma impresa para 

consulta directa y en los respectivos sitios de Internet, de acuerdo con sus funciones, según corresponda, la 

información respecto de los temas, documentos y políticas que a continuación se detallan: 

I.  a  XXVI.  … 

XXVII. Los resultados sobre procedimientos de adjudicación directa, invitación restringida y licitación de 

cualquier naturaleza, incluido el expediente respectivo. En el caso que contengan información reservada o 

confidencial, sobre ellos se difundirá una versión pública que deberá contener: 

a) De licitaciones públicas o procedimientos de invitación restringida: 

1. La convocatoria o invitación emitida; 

2. Los participantes o invitados; 

3. El nombre del ganador y las razones que lo justifican; 
4. La unidad administrativa solicitante y la responsable de su ejecución; 

5. La fecha del contrato, su monto y plazo de entrega o de ejecución de los servicios u obra 

licitada; y 

6. En su caso, los convenios modificatorios que recaigan a la contratación, precisando en qué 

consisten y su fecha de firma. 

b) De las adjudicaciones directas: 

1. Los motivos y fundamentos legales aplicados; 

2. En su caso, las cotizaciones consideradas; 
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3. El nombre de la persona adjudicada; 

4. La unidad administrativa solicitante y la responsable de su ejecución; 

5. La fecha del contrato, su monto y plazo de entrega o de ejecución de los servicios u obra; 

6. En su caso, los convenios modificatorios que recaigan a la contratación. 

Esta difusión deberá incluir el padrón de proveedores y contratistas así como los informes de 

avance sobre las obras o servicios contratados. 

Los Entes Públicos deberán señalar en sus páginas de Internet los rubros del presente artículo que no le son 

aplicables. 
Las Oficinas de Información Pública de los Entes Públicos deberán tener a disposición de las personas 

interesadas equipo de cómputo, a fin de que éstas puedan obtener la información, de manera directa o 

mediante impresiones, las cuáles se expedirán previo pago establecido en el Código Financiero. Del mismo 

modo, deberán apoyar a los usuarios que lo requieran y proveer todo tipo de asistencia respecto de los 

trámites y servicios que presten. 

Cualquier persona podrá denunciar ante el Instituto, violaciones a las disposiciones contenidas en este artículo. 

En este caso, se procederá a revisar la denuncia para que, de considerarla procedente, en un plazo no mayor 

a quince días hábiles, emita una resolución en la que ordene al Ente Público a tomar las medidas que resulten 

necesarias para garantizar la publicidad de la información. 

La información a que se refiere este artículo estará disponible de tal forma que facilite su uso y comprensión 

por las personas, y que permita asegurar su calidad, veracidad, oportunidad y confiabilidad 

 

 
Incluso, un referente que confirma la publicidad de la información materia del presente asunto, es por 

ejemplo el caso del Instituto de Salud del Estado de México, tiene publicado en materia de 
adquisiciones los rubros necesarios que hace identificables una adquisición y satisfagan al solicitante sus 

inquietudes (tipo de procedimiento, fecha de adjudicación, descripción de bien o servicio adquirido, 
nombre del proveedor, monto del contrato) en cuyo caso son coincidentes los rubros con la 

información solicitada y que se puede encontrar in internet,  sin necesidad de solicitud ya que solo 
basta dar click en el año o mes de la información que desea conocer  en el caso del ISEM para que  
arroje los datos que se requieran, tal como acontece:  
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Por tanto EL SUJETO OBLIGADO  debe observar que el principio de máxima publicidad 

contemplado, tanto en el artículo 6 de la Constitución General de la República, el artículo 5º de la 
Constitución del Estado Libre y Soberano de México, así como por la Ley de la materia, tratan de 

obsequiar la mayor oportunidad posible para que la información se entregue, por lo que resulta 
procedente ordenar al SUJETO OBLIGADO de cumplimiento a lo requerido por el hoy 

RECURRENTE en su solicitud de origen, en base a los criterios de publicidad, oportunidad, precisión 
y suficiencia en términos del artículo 3 de la Ley de la materia. 
 

 

SÉPTIMO.- Análisis de la respuesta del Sujeto Obligado. En este considerando se analizara 

el inciso c) del Considerando Sexto, que se refiere a realizar un análisis de  respuesta emitida por el 
SUJETO OBLIGADO al ahora RECURRENTE,  por lo que cabe contextualizar primeramente  lo 

solicitado “solicito una relación de los gastos realizados por el gobierno municipal y DIF municipal con motivo 
de los festejos navideños, de fin de año y día de reyes pasados, que incluya el monto de la inversión, la razón 

social de los proveedores y el producto o servicio comprado o contratados” (sic) a lo que el Sujeto Obligado 
contesta  de manera general lo siguiente:  

  

 Que  el monto ejercido por el Gobierno y DIF Municipal son: Festejos Navideños $ 70,000,   de 
Fin de Año $ 120,000 y de Día de Reyes $ 25,000 

 

 Que con respecto   a conocer la Razón Social  de los Proveedores, el Producto o Servicio  

comprado o contratado no se le puede otorgar ya que los datos solicitados tienen información 
personal de los mismos proveedores o prestadores de servicio por lo que manifiesta que el 
Comité de información  ha clasificado la información  por Reserva en términos del artículo 19 

y 20 de la Ley de la materia 
 

Por lo que básicamente su inconformidad por parte de EL RECURRENTE se esboza sobre dos 
aspectos fundamentales: 

 

  Que  se negó a presentar la lista de proveedores de los gastos realizados por el Ayuntamiento Local.  

 Que no se  observo el procedimiento señalado por la ley para determinar una clasificación, por lo que  

no justifica ni motiva la clasificación tanto por CONFIDENCIAL como por ser de carácter RESERVADO  
 

Por lo que por cuestiones de orden y método conviene entrar al análisis al -primer punto- de 
inconformidad  por  lo que  es importante señalar que en efecto existe respuesta en la que de manera 
global manifiesta el gasto total  por cada evento en cuyo caso no señala  ni los proveedores, así como  

el monto y gasto destinado a los bienes y servicios contratados;   por tanto ante tal generalidad el 
ahora RECURRENTE  impugna dicha contestación ya que no satisface su solicitud. Por tanto  de la 

propia respuesta emitida por parte de EL SUJETO OBLIGADO no manifiesta no contener la 
información de manera detallada tal y como lo solicita el ahora RECURRENTE, por lo que 

tácitamente acepta que contiene los datos solicitados ya que los mismo pueden estar contenido  
documentos soporte como las facturas, o en los propios contratos o documentos análogos que haya 

celebrado para la prestación de bienes y servicios, lo que conduce a que tenga a su disposición la 
información de la manera solicitada, lo  que sin duda puede satisfacerse a través de poner la lista de 

contratos que se realizaron, sobre bienes y servicios previamente identificados que se realizaron con 
motivo de la celebración de los festejos de navideños, de fin de año y día de reyes pasados en la que se 

incluya el monto de la inversión, la razón social de los proveedores y el producto o servicio comprado 
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o contratados o dar el documento soporte como los contratos o en su defecto  las facturas o recibo 
de pago que contengan la plena identificación de cada uno de los gastos realizados para la realización 

de los  festejos navideños, de fin de año y día de reyes pasados, que incluya el monto de la inversión, la 
razón social de los proveedores y el producto o servicio comprado o contratados.  

 
Por consiguiente  primariamente de acuerdo a la literalidad de la propia solicitud le asiste la razón al 

ahora RECURRENTE toda vez que de la propia solicitud se advierte que requiere conocer tanto los 
nombres de los proveedores en la que se incluye la razón social en el caso de personas jurídico 
colectivas,  el monto de inversión, cantidad de bienes  o servicios contratados en su momento se 

realizaron,  los gastos detallados para dicho evento y no el gasto global que  deja incertidumbre en  
ciudadanía ya que no hace identificable lo requerido por el solicitante.  

 
 

OCTAVO.- Precisado lo anterior  conviene entrar al -segundo punto de inconformidad- del 

ahora RECURRENTE, por lo que es necesario tener presente que la negativa esgrimida por EL 

SUJETO OBLIGADO en su contestación para no entregar la información requerida, la justifica en 
razón de que según señala inicialmente EL SUJETO OBLIGADO manifiesta por un lado que dicha 

clasificación atiende a que se trata de carácter confidencial por contener datos personales y en un 
segundo lugar por el hecho de invocar como fundamento el articulo 20 lo que hace suponer que  

también  clasifica  la información por ser reservada,  señalando desde este momento que no se  
establece el periodo de Reserva. En este sentido  este Organismo con la finalidad de ser más 

exhaustivo y claro para el SUJETO OBLIGADO se analizara a su vez en dos rubros, distintos y 
distinguibles que son: 

 
1. Si en base a la Ley de la Materia existen o no motivos que den origen a 

dicha clasificación por RESERVA. 
 

2. Si de acuerdo a la Ley existen razones y motivos suficientes que acrediten 
la clasificación por CONIFIDENCIAL, negándose el total de su contenido. 

 
Por lo que cabe abordar el punto de análisis  que corresponde a 1.- Si en base a la Ley de la 
Materia existen o no motivos que den origen a dicha clasificación por RESERVA. Por lo que de la 

respuesta de EL SUJETO OBLIGADO a la solicitud de acceso a la información, se encuentran 
diversas deficiencias en detrimento del ahora RECURRENTE que por sí mismas harían procedente 

el presente recurso 
 

Acotado lo anterior, este Pleno estima necesario señalarle nuevamente al SUJETO OBLIGADO 
como ya se hizo en recursos diversos, que la transparencia y el acceso a la información pública en 

nuestro país, ha contribuido a la apertura del Estado, al conocimiento público de los asuntos 
importantes para la Nación, ha puesto en manos de los ciudadanos una gran cantidad y variedad de 

datos, cifras y documentos para la toma de sus propias decisiones y ha ayudado a remover inercias 
gubernamentales indeseables como la opacidad.  

 
De igual manera, la transparencia y el acceso a la información, se ha constituido en una poderosa 

palanca para la democratización del Estado, y su ejemplo ha impactado en otras áreas, instituciones y 
órdenes de gobierno en todo el país, difundiendo una nueva cultura acerca de "lo público" entre los 

ciudadanos y los funcionarios y, como nunca antes, las instituciones difunden, publican y hacen 
accesible una gran cantidad de información relevante sobre sus actividades. A partir de expedición de 
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Leyes de Transparencia como la de esta entidad federativa, se han establecido condiciones que 
mejoran el derecho de los mexicanos de acceder a documentos que testimonian la acción 

gubernamental y el uso de los recursos públicos. 
 

Que las reformas a la Constitución Federal y la Constitución de esta entidad federativa, así como las 
legales correspondientes en materia de transparencia y acceso a la información pública, tienen como 

finalidad, el reconocer que el derecho de acceso a la información se inscribe plenamente en la agenda 
democrática de nuestro país, y se registra como un derecho fundamental, al menos por dos razones: 
porque protege un bien jurídico valioso en sí mismo (que los ciudadanos puedan saber y acceder a 

información relevante para sus vidas) y porque sobre él se erige la viabilidad de un sistema 
democrático, porque cumple una función vital para la república, que los ciudadanos conozcan el 

quehacer, las decisiones y los recursos que erogan sus autoridades elegidas mediante el voto.  
 

En efecto, el derecho de acceso a la información que se encuentra consagrado en  el artículo 6 de la 
Constitución Federal y en el artículo 5 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

México, así como en la Ley de Transparencia invocada, no es absoluto, sino que, como toda garantía, 
se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protección del 

interés de la sociedad y de los derechos de los gobernados, limitaciones que buscan velar por dichos 
intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, ya que el mencionado derecho no puede 

ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo 
regulan y a su vez lo garantizan, en esa atención es que la restricción excepcional son la "reserva de 

información" o la “información confidencial”, está última bajo el espíritu de proteger el derecho a la 
privacidad de las personas.  

 
Efectivamente, el artículo 6 de la Constitución Federal ha reconocido de manera expresa el derecho 
de acceso a la información pública, y que toda la información pública en posesión de los órganos del 

Estado Mexicano es pública; y que si bien se admiten algunas excepciones al derecho de acceso a la 
información pública gubernamental, esto siempre y cuando existan razones de interés público que fijen 

las leyes, pero siempre prevaleciendo en la interpretación de este derecho el principio de máxima 
publicidad.  En este contexto, resulta de suma relevancia traer a esta resolución algunas de las razones 

o motivaciones expuestas a este respecto por el Constituyente Permanente del orden federal, en 
la reciente reforma al artículo 6:  

 
“...Como se detalla adelante, las tres primeras fracciones contienen los principios fundamentales que dan 

contenido básico al derecho…1) Fracción primera. Contiene el principio básico que anima la reforma, toda 

la información en posesión de los órganos del estado mexicano es pública. Se rompe así, radicalmente, con las 

concepciones patrimonialistas o cerradas de la información, y se confirma un principio democrático básico, que 

consiste en que todo acto de gobierno debe estar sujeto al escrutinio público…” 

 

“El término posesión, al que se refiere la fracción primera del dictamen, parte del hecho de que toda la 

información que detente un servidor público, ya sea por que generó el mismo o porque recibió 

de otra institución, organización o particular, debe considerarse como información pública y por 

lo mismo debe estar a disposición de todas las personas, salvo la que se encuentre en alguno de 

los casos de excepción que se determinen por causa de interés público o la relativa a datos 

personales. 

 

Ahora bien, como todo derecho fundamental, su ejercicio no es absoluto y admite algunas 

excepciones. En efecto, existen circunstancias en que la divulgación de la información puede afectar un interés 

público valioso para la comunidad. Por ello, obliga a una ponderación conforme a la cual si la 

divulgación de cierta información puede poner en riesgo de manera indubitable e inmediata un 

interés público jurídicamente protegido, la información puede reservarse de manera temporal. 
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Este es, por ejemplo, el caso de la seguridad nacional, la seguridad pública, las relaciones internacionales, la 

economía nacional, la vida, salud o seguridad de las personas y los actos relacionados con la aplicación de las 

leyes. 

 

Sin embargo, estas excepciones, como tales, deben ser interpretadas de manera restringida y 

limitadas, es decir su aplicación debe limitarse a lo estrictamente necesario para la protección 

de un interés público preponderante y claro. Por ello, tienen una naturaleza temporal y bien circunscrita 

que deberá establecer con precisión la ley secundaria. Adicionalmente, el único órgano con capacidad y 
legitimado para establecer esas limitaciones es el Poder Legislativo. En este sentido, la iniciativa establece una 

reserva de ley que impide que órganos distintos al legislativo puedan ampliar el catálogo de excepciones. 

 

Finalmente, la fracción primera establece un principio de interpretación en el sentido que deberá 

prevalecer el principio de máxima publicidad. Es un precepto que se deriva lógicamente del principio de 

publicidad de la información gubernamental. Por eso, las excepciones deben ser aplicadas en forma 

restrictiva y limitada, sólo cuando existan los elementos que justifiquen plenamente su 

aplicación. En la práctica pueden suscitarse dudas legítimas sobre el alcance de las excepciones. Por ello, el 

principio de máxima publicidad orienta la forma de interpretar y aplicar la norma, sea en el 

ámbito administrativo o jurisdiccional, para en caso de duda razonable, optar por la publicidad 

de la información. En ese sentido, la interpretación del principio establecido en la fracción I de la iniciativa 

que se dictamina implicará que los sujetos obligados, en el caso de duda entre la publicidad o 

reserva de la información, deberán favorecer inequívocamente la publicidad de la misma…” 

 

Al respecto, la Ley de Transparencia antes invocada está diseñada de tal manera, que prevé principios, 
procedimientos, autoridades y sanciones cuyo fin es transparentar la gestión y el uso de recursos 

públicos, así como en el caso que nos ocupa, prevé mecanismos para brindar certeza respecto de las 
hipótesis de procedencia, o bien, dispone los casos en que puede ser restringido el derecho de acceso 

a la información pública, estableciendo que será cuando se trate de información clasificada como 
reservada o confidencial. 
 

De ahí, que, es importante abundar que la Ley de la materia, prevé dos excepciones al ejercicio del 
derecho de acceso a la información, las cuales pretenden tutelar derechos cuyo bien jurídico tutelado 

es superior al derecho de acceso a la información pública. Estas excepciones previstas en la propia 
Constitución Federal, así como en la Constitución local, se refiere a que la información sea clasificada 

como reservada o confidencial, y que en la Ley de la materia, se encuentran contenidas en el 
artículo 19 que a la letra señala lo siguiente: 

 
Artículo 19.- El derecho de acceso a la información pública sólo será restringido cuando se trate de 

información clasificada como reservada o confidencial.  

 

Se puede afirmar que en materia de acceso a la información en poder de los órganos públicos, existen 
dos excepciones a dicho derecho constitucional:  

 
1º) Que la información por razones de interés público1, debe determinarse reservada 

de manera temporal, y  
 

                                                 
1 Sobre las causas de interés público, el dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la Función Pública, expedido 

con motivo de las reformas al artículo 6° de la Constitución General, establece en la parte conducente que “…Este es, por ejemplo, el 
caso de la seguridad nacional, la seguridad pública, las relaciones internacionales, la economía nacional, la vida, salud o seguridad de 

las personas y los actos relacionados con la aplicación de las leyes”. 
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2º) Que  la información que se refiere a la vida privada y los datos personales, cuyo 
acceso debe negarse sin establecer una temporalidad para ello.  

 
Sin embargo, es necesario afirmar que para que opere las restricciones –repetimos excepcionales- de 

acceso a la información en poder de los SUJETOS OBLIGADOS se exige actualizar los supuestos 
normativos aplicables a cada caso. Así, por ejemplo para el caso de la “reserva de la información” se 

requiere dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 21, 22 y 30 de Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de México y Municipios, lo que implica por un lado el acuerdo del 
Comité de Información que clasifique la información, pero además debe cumplir con los siguientes 

elementos: 
 

I.- Un razonamiento lógico que demuestre que la información encuadra en alguna de las hipótesis 
de excepción previstas en la Ley (debida fundamentación y motivación); 

 
II.- Que la liberación de la información de referencia pueda amenazar efectivamente el interés 

protegido por la Ley; (existencia de intereses jurídicos) 
 

III.- La existencia de elementos objetivos que permitan determinar si la difusión de la información 
causaría un daño presente, probable y específico a los intereses jurídicos tutelados en los 

supuestos de excepción previstos en la Ley (elementos de la prueba del daño). 
 

De acuerdo a lo anterior, no sólo se trata de invocar preceptos legales y repetir las hipótesis jurídicas, 
sino que se trata de desarrollar con elementos objetivos que en caso de publicarse la información se 

causaría un daño a los intereses jurídicos protegidos por los ordenamientos jurídicos, daño que no 
puede ser un supuesto o posibilidad, sino que debe ser objetivo y específico; es decir, a quién se le 
generará el daño, en qué consiste el daño que se pueda generar, así como el tiempo por el cual se 

considera que existe el riesgo de que de darse a conocer la información se causaría el daño (tiempo de 
reserva). 

 
Es así, y con el fin de dejar claro la motivación anterior y la debida fundamentación es que cabe 

reproducir los artículos antes referidos que a la letra ordenan: 
 

Artículo 21.- El acuerdo que clasifique la información como reservada deberá contener los siguientes 

elementos:  

I. Un razonamiento lógico que demuestre que la información encuadra en alguna de las hipótesis de excepción 

previstas en la Ley;  

II. Que la liberación de la información de referencia pueda amenazar efectivamente el interés protegido por la 

Ley;  

III. La existencia de elementos objetivos que permitan determinar si la difusión de la información causaría un 

daño presente, probable y específico a los intereses jurídicos tutelados en los supuestos de excepción previstos 

en la Ley.  

 

Artículo 22.- La información clasificada como reservada, podrá permanecer con tal carácter hasta por un 
periodo de 9 años, contados a partir de su clasificación, salvo que antes del 19 cumplimiento del periodo de 

restricción, dejaran de existir los motivos de su reserva 

 

Artículo 30.- Los Comités de Información tendrán las siguientes funciones: 

I a II. … 

III. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información; 

IV. a VIII. … 
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En razón de los anteriores preceptos legales es de mencionar que la naturaleza de la información de 
reserva atiende a  tres puntos importantes y se refieren -el primero de ellos-  a que exista un 

razonamiento lógico jurídico que demuestre que aplica uno de los supuestos jurídicos contemplados 
en el artículo 20, -el segundo- atiende a que la publicidad de la información amenace el interés 

protegido por la Ley, y –tercero-  la existencia de elementos objetivos que permitan determinar que 
se causara un daño presente, probable y especifico a los intereses jurídicos protegidos por la Ley en el 

entendido que dichos extremos legales tienen el siguiente alcance: 
 

Por daño presente: se entiende que de publicarse la información, a la fecha en 

que se realiza el análisis correspondiente, se generará la afectación respectiva a 
cualquiera de los valores o bienes jurídicos tutelados en los casos de excepción 

previstos en los artículos 20 y 24 de la Ley. 

Por Daño Probable: obedece que la difusión de la información contenida en la 

misma podría causar un perjuicio mayor al interés público de conocer la 
información. 

Por Daño específico: se refiere a que inmediatamente después de la 
publicación de la información es inminente la materialización o afectación a los 

intereses jurídicos tutelados en los supuestos de excepción. 

 

Bajo este contexto argumentativo, y previo al análisis de fondo de los argumentos esgrimidos por EL 
SUJETO OBLIGADO para clasificar la información, es importante hacerse notar la falta de debida 

fundamentación de la respuesta, en efecto la dependencia no precisa ni indica en sentido alguno el 
fundamento de la clasificación, es decir no señala el precepto o hipótesis de clasificación respecto a la 

reserva de clasificación, a señalara que  se clasifica en razón del artículo 20 sin expresar la fracción y los 
motivos de la clasificación.  
 

En conclusión y más allá de la falta de Acuerdo por parte del Comité de Información del SUJETO 
OBLIGADO en la respuesta no se exponen la acreditación del daño presente, probable y especifico. 

Asimismo, y cuando se alega la clasificación de la información por ser “reservada”  ello implica que dicha 
restricción es solo por un periodo determinado, situación que tampoco fue expuesta por el SUJETO 

OBLIGADO. En resumen, la respuesta original careció de la debida fundamentación y motivación para 
clasificar la información por ser reservada. 

 
Por otra parte, este Pleno no quiere dejar de señalar que la clasificación alegada por el SUJETO 

OBLIGADO en su respuesta no se acompaña el soporte documental exigido por la Ley de 
Transparencia invocada, ya que la clasificación  debe ser realizada conforme a los términos y formas 

establecidas en dicho dispositivo, y en ese sentido debe ser emitido el acuerdo de clasificación respectivo 
por el Comité de Información, conforme  a la fracción VIII del artículo 30, ya que es a los  Comités de 

información de los Sujetos Obligados los que corresponde  aprobar, modificar o revocar la clasificación 
de la información. 

 
Aunado, de que para el cumplimiento de dicho deber se debe observar lo dispuesto en los 
Lineamientos para la Recepción, Trámite y Resolución de las Solicitudes de Acceso a la 

Información Pública,  Acceso, Modificación, Sustitución, Rectificación o Supresión Parcial o 
Total de Datos Personales, así como de los Recursos de Revisión que deberán observar los 

Sujetos Obligados por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 
de México y Municipios, que al respecto prevé lo siguiente: 
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CUARENTA Y SIES.- En el supuesto de que la información estuviera clasificada, el responsable de la 

Unidad de Información deberá turnar la solicitud al Comité de Información para su análisis y resolución. 

 

CUARENTA Y SIETE.- La resolución que emita el Comité de Información para la confirmación de la 

clasificación de la información como reservada deberá precisar: 

a) Lugar y fecha de la resolución; 

b) El nombre del solicitante; 

c) La información solicitada; 

d) El razonamiento lógico que demuestre que la información encuadra en alguna de las hipótesis previstas en 

la Ley, debiéndose invocar el artículo, fracción, y supuesto que se actualiza; 

e) El periodo por el cual se encuentra clasificada la información solicitada; 

f) Los elementos objetivos que permitan determinar si la difusión de la información causaría un daño presente, 

probable y específico a los intereses jurídicos tutelados en los supuestos de excepción previstos en el artículo 

20 de  la Ley; 

g) El número del acuerdo emitido por el Comité de Información mediante el cual se clasificó la información; 

h) El informe al solicitante de que tiene el derecho a interponer el recurso de revisión respectivo, en el término 

de 15 días hábiles contados a partir del día siguiente de que haya surtido sus efectos la notificación de dicho 

acuerdo; 

i) Los nombres y firmas autógrafas de los integrantes del Comité de Información. 

 

CUARENTA Y OCHO.- La resolución que emita el Comité de Información para la confirmación de la 

clasificación de la información como confidencial deberá precisar: 

a) Lugar y fecha de la resolución; 

b) El nombre del solicitante; 

c) La información solicitada; 

d) El razonamiento lógico que se demuestre que la información se encuentra en alguna o algunas de las 

hipótesis previstas en el artículo 25 de la Ley, debiéndose invocar el artículo, fracción, y supuesto que se 
actualiza; 

e) El número del acuerdo emitido por el Comité de Información mediante el cual se clasificó la información; 

f) El informe al solicitante de que tiene el derecho a interponer el recurso de revisión respectivo, en el término 

de 15 días hábiles contados a partir del día siguiente de que haya surtido sus efectos la notificación de dicho 

acuerdo; 

g) Los nombres y firmas autógrafas de los integrantes del Comité de Información. 

 

Ciertamente, existe una total ausencia de fundamentación para considerar la información requerida 
como reservada. No se señalan ni el artículo ni la fracción en las cuales pudiese encuadrar como 

información reservada la documentación requerida; tampoco se exhibe el acuerdo de clasificación de 
dicha información como reservada, por lo que se contraviene tajantemente las garantías de legalidad y 

seguridad jurídica previstos por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

 
Las inobservancias al marco legal mencionadas, serían razón suficiente para determinar que se entregue 

la información solicitada; en razón que todo acto de autoridad debe estar  debidamente fundado y 
motivado al respecto resulta aplicable los siguientes criterios  emitidos por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación que disponen: 
 

Registro No. 169092 
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Novena Época 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

XXVIII, Agosto de 2008 

Página: 1104 
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Tesis: IV.2o.C.50 K 

Tesis Aislada 

Materia(s): Común 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. ARGUMENTOS QUE DEBEN EXAMINARSE PARA 

DETERMINAR LO FUNDADO O INFUNDADO DE UNA INCONFORMIDAD CUANDO SE 

ALEGA LA AUSENCIA DE AQUÉLLA O SE TACHA DE INDEBIDA.  Al atender un motivo de 

desacuerdo relacionado con la fundamentación y motivación, para producir una respuesta congruente, debe, 

del contexto integral de la argumentación del inconforme, advertirse si lo que imputa es ausencia de aquélla, o 
solamente la tacha de indebida, pues en la primer hipótesis bastará observar si la resolución contiene, o no, 

argumentos apoyados en la cita de preceptos legales para quedar en aptitud de declarar fundado o infundado 

el atinente motivo de desacuerdo. En cambio, en el segundo supuesto, cuando la fundamentación y motivación 

se tacha de indebida, es menester apreciar los argumentos del motivo de desacuerdo, expresados para 

explicar por qué la invocación de preceptos legales se estima errónea, o por qué la motivación es incorrecta o 

insuficiente, pues será a la luz de tales razones que pueda establecerse, lo fundado o infundado de la 

inconformidad. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 15/2008. Noval, S.A. de C.V. 26 de junio de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Martín Alejandro 
Cañizales Esparza. Secretaria: Elvia Laura García Badillo. 

 

 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA 

SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN 

EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL 

FALLO PROTECTOR. La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la 

indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos 

los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de 

manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el 

imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los 

gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas 

en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y 

la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, 

cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan 

considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma 

jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el 

precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que 

impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en 

que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están 

en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de 

fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la 

indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, 

pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el 

caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una 

violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al 

mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante 

la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo 

caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión 

de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a 

un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir 
la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, 

tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un 

elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será 

para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo 

para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia 

trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya 

que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una 

violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos 
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de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos 

inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida 

fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

I.3o.C. J/47 
Amparo directo 551/2005. Jorge Luis Almaral Mendívil. 20 de octubre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López 

Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo. 
Amparo directo 66/2007. Juan Ramón Jaime Alcántara. 15 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López 

Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo. 
Amparo directo 364/2007. Guadalupe Rodríguez Daniel. 6 de julio de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López 

Ramos. Secretaria: Greta Lozada Amezcua. 
Amparo directo 513/2007. Autofinanciamiento México, S.A. de C.V. 4 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: 

Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo. 

Amparo directo 562/2007. Arenas y Gravas Xaltepec, S.A. 11 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito 
López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca. 

Tomo XXVII, Febrero de 2008. Pág. 1964. Tesis de Jurisprudencia. 

 

 

MOTIVACIÓN. SÓLO SU OMISIÓN TOTAL O LA QUE SEA TAN IMPRECISA QUE NO DÉ 

ELEMENTOS PARA DEFENDERSE DEL ACTO, DA LUGAR A LA CONCESIÓN DEL AMPARO. 

Cuando el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la obligación para 

las autoridades de fundar y motivar sus actos, dicha obligación se satisface, desde el punto de vista formal, 

cuando se expresan los numerales legales aplicables y los hechos que hacen que el caso encaje en las hipótesis 

normativas. Pero para ello simplemente basta que quede claro el razonamiento sustancial al respecto, sin que 

pueda exigirse formalmente mayor amplitud o abundancia que la expresión de lo estrictamente necesario para 

que de manera sustancial se comprenda el argumento expresado. Sólo la omisión total de motivación, o la que 

sea tan imprecisa que no dé elementos al afectado para defender sus derechos o impugnar el razonamiento 

aducido por las autoridades, podrá conducir a la concesión del amparo por falta formal de motivación y 

fundamentación, lo que no acontece cuando la autoridad responsable señala con precisión las circunstancias 

especiales, razones particulares o causas inmediatas que tenga en consideración para absolver de lo 

reclamado. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.  
I.1o.T. J/40  
Amparo directo 26341/2001. José Dagoberto López Vázquez. 31 de enero de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Teresa 

Sánchez Medellín, secretaria de tribunal autorizada por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 
funciones de Magistrada. Secretario: José Ambrosio Ávila Becerril. 
Amparo directo 40001/2001. Instituto Mexicano del Seguro Social. 14 de febrero de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: 
Teresa Sánchez Medellín, secretaria de tribunal autorizada por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para 

desempeñar las funciones de Magistrada. Secretario: José Ambrosio Ávila Becerril. 
Amparo directo 39321/2001. Ligia Josefina Góngora Brito. 21 de febrero de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Teresa 
Sánchez Medellín, secretaria de tribunal autorizada por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 

funciones de Magistrada. Secretario: José Ambrosio Ávila Becerril. 
Amparo directo 38761/2001. Rosa María Rodríguez Segovia. 4 de abril de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Teresa 
Sánchez Medellín, secretaria de tribunal autorizada por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 

funciones de Magistrada. Secretario: José Ambrosio Ávila Becerril. 
Amparo directo 5141/2002. Adán Cortés Sánchez. 4 de abril de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Teresa Sánchez 
Medellín, secretaria de tribunal autorizada por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones 

de Magistrada. Secretario: José Ambrosio Ávila Becerril.  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca. Tomo 

XV, Mayo de 2002. Pág. 1051. Tesis de Jurisprudencia. 

 
No obstante lo anterior, se procederá a analizar a exhaustividad la determinación de EL SUJETO 
OBLIGADO de considerar como improcedente el acceso a la información requerida, por considerar 

en un primer momento que se trata de información reservada. Por lo que en este sentido conviene 
entonces cuestionarse si la publicidad respecto a conocer  la relación completa y desglosada con el monto 

de los gastos realizados por el ayuntamiento con motivo de los festejos navideños de fin de año y día de reyes 
del SUJETO OBLIGADO pueden existir causal de Reserva.  Respecto a la clasificación de la 
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información por ser reservada,  es de puntualizar que se encuentra regulado en el artículo 20 de la Ley 
de la materia que dispone: 

 
Artículo 20.- Para los efectos de esta Ley, se considera información reservada, la clasificada como 

tal, de manera temporal, mediante acuerdo fundado y motivado, por los sujetos obligados 

cuando: 

I.- Comprometa la Seguridad del Estado o la Seguridad Pública; 

ll.- Pueda dañar la conducción de las negociaciones de acuerdos interinstitucionales, incluida aquella información 

que otros Estados u organismos internacionales entreguen con carácter de confidencial al Estado de México; 

lll.- Pueda dañar la situación económica y financiera del Estado de México; 

lV.- Ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, o cause perjuicio a las actividades de 

fiscalización, verificación, inspección y comprobación del cumplimiento de las Leyes, de prevención del delito, 

procuración y administración de justicia, de readaptación social y de la recaudación de contribuciones; 

V.- Por disposición legal sea considerada como reservada; 

Vl.- Pueda causar daño a los expedientes procesales o procedimientos administrativos, incluidos los de quejas, 

denuncias, inconformidades, responsabilidades administrativas y resarcitorias hasta que no esté total y 

definitivamente concluido dicho procedimiento. 

Vll.- El daño que pueda producirse con la publicación de la información sea mayor que el interés público de 

conocer la información de referencia 

 
Por lo que cabe retomar  que la ley de la materia dispone en su artículo 12 fraccion XI,  ha considerado 

que los -procesos de licitación y contratación para la adquisición de bienes, 
arrendamientos y prestación de servicios-  son información que debe ponerse de manera 

oficiosa,  es con el espíritu de que la sociedad se haga sabedora de los temas o asuntos que las 
autoridades gubernamentales analizan, discuten, procesan y resuelven sobre un proceso de 

contratación en donde enmarcan el manejo del gasto publico de manera eficiente, honrada y acorde a 
las posibilidades económicas del propio Ayuntamiento eligiendo el mejor oferente en precio, calidad y 
servicio. 

 
Por lo que en este sentido es de considerar que se convierte en una premisa que los SUJETOS 

OBLIGADOS que la información motivo del presente recurso es publica, incluso como relación de 
datos es de oficio ya que corresponde a la información que debe obrar en la pagina. 

 
Por lo que a mayor abundamiento cabe puntualizar que como principio general  los procedimientos de 

licitación y las contrataciones son públicas sobre adquisiciones de bienes y servicios son públicas, y de 
manera excepcional serán de carácter reservado. 

 
No obstante con la finalidad de ser más exhaustivo, este Pleno se dio a la tarea de revisar  las hipótesis 

normativas del precepto 20 que prevén los casos de reserva de la información,  y en cuyo caso se debe 
analizar a la luz de lo estipulado en los Criterios para la Clasificación de la Información  de la 

Dependencias, Organismos Auxiliares y Fideicomisos Públicos de la Administración 
Pública del Estado de México, para cual se realizo un cuadro comparativo que 

determinara con mayor precisión sobre cuando y como deben aplicar  cada una de las 
fracciones contenidas en su artículo 20: 
 

 
Análisis de la clasificación como reservada en los términos de la fracción I del artículo 20 

de la Ley: 
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Por lo anteriormente plasmado cabe señalar que no resulta aplicable al caso dicha fracción antes 
señalada  toda vez que conocer los gastos relacionado con motivo de las festejos navideños y dia de 

reyes no enmarcan en dicha clasificación, debido a que no existe argumento legal que prevea la 
existencia de elementos que pudieran desembocar en una clasificación  que comprometa la Seguridad 

del Estado o la Seguridad Pública, ya que hay que tomar en cuenta que la contratación fue para la 
adquisición de bienes y servicios con motivo de festejos navideños en donde son bienes y servicios 

(sillas, lonas, juguetes etc)  que no ponen  en peligro  la seguridad pública o seguridad del estado,  ya 
que como se observa de los criterios  no hay supuesto que certifique que se menoscabe o lesione la 
capacidad de defensa del territorio del estado, o que implique una afectación al interés estatal o 

nacional, o en su defecto que ponga en peligro la integridad y los derechos  de las personas; ya que 
conocer el contrato o facturas de los gastos realizado para dicho festejo patrio, tiene que ver con la  

rendición de cuentas  y control del gasto  de  la administración municipal y no la seguridad pública .  
 

No sin antes señalar que no  se pone en peligro el orden publico cuando la difusión de la información  
no se encuentre vinculada con  los sistemas relativos a la seguridad pública; o  menoscabe o dificulte las 

estrategias contra la evasión de reos. Ahora bien tampoco se limita la capacidad de las autoridades para 
evitar la comisión de delitos;  y no se menoscaba o limita la capacidad de las autoridades encaminadas a 

disuadir o prevenir disturbios sociales  que pudieran desembocar en bloqueo de vías generales de 
comunicación. Y tampoco resultaría aplicable que se ponga en peligro el estado democrático toda vez 

que no estamos en periodos electorales. Por lo que a contrario sensu existe mayor interés en conocer 
los gastos  realizado para los festejos de las festejos navideños y día de reyes,  ya que sirve como 

mecanismo de control al gasto publico permitiendo visualizar al ciudadano conocer posibles 
irregularidades en el manejo de  recurso públicos asignados para tal efecto. 

 
Análisis de la clasificación como reservada en los términos de la fracción II del artículo 20 
de la Ley: 

 
Ahora bien sobre este punto en particular cabe  retomar  que los diversos ordenamiento 

constitucionales a nivel Federal y local se prevé las negociaciones que sin duda se pueden plasmar a 
través de la celebración de contratos o acuerdos,  por lo que es de estimarse que conocer los gasto 

realizados de con motivo de las fiestas patrias,   evidentemente no puede afectar en nada las 
negociaciones o acuerdos interinstitucionales  que el Gobierno del Estado de México haya celebrado, 

toda vez que es un gasto publico el cual está completamente desvinculado  a negociaciones 
interinstitucionales y en donde además la relación contractual se realizo entre un ente público y un 

ente de derecho privado  para la contratación de bienes y servicios,  que en nada puede trascender o 
causar una afectación a negociaciones entre el Estado u organismos internacionales aunado a 

considerar que no existe un argumento legal sobre la acreditación plena del daño que se pueda 
ocasionar a las negociaciones,  por lo que en este sentido tampoco resulta aplicable.  Adicionalmente 

tampoco se actualiza dicha fraccion en el caso de  un proceso deliberativo  ya que para ello deben 
reunirse los siguientes extremos: 

 
1. La existencia de información que está directamente relacionada con opiniones, recomendaciones o 
puntos de vista dentro de un proceso deliberativo; 

2. Que el proceso deliberativo se encuentre en trámite, y 
3. Que el proceso deliberativo se realice por servidores públicos. 

 
En este orden de ideas, se considera que el proceso deliberativo existe cuando de darse a conocer se 

pueda interrumpir la decisión final entre las partes que deliberan, sin que en el caso especifico se surta  
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ya que los gastos sobre el evento de fiestas navideños y día de reyes, así como el desglose sobre los 
mismos por parte del Ayuntamiento no se puede estimar como un proceso deliberativo, ya que se 

trata de una contratación celebrada y ejecutada y no en proceso.  
 

A partir de lo anterior, no se acreditan que se trate de un asunto en el que se acredite la posible 
alteración de las circunstancias de hecho u opiniones que en ellas se registren, y que por tanto se 

derive la existencia de algún proceso deliberativo que pudiera ser afectado si se diera a conocer.  
 
A mayor abundamiento, al respecto también cabe señalar que  se considera un proceso deliberativo 

cuando exista un procedimiento pendiente de concluir realizado por los propios servidores públicos,  
hasta en tanto no se haya adoptado  la decisión definitiva, cuando el o los servidores públicos 

responsables de tomar al ultima determinación resuelvan dicho proceso, por lo que sin duda cuando se 
han adoptado acuerdos definitivos en cuanto a la prestación de servicio sin duda ya no enmarcan en 

dicha reserva,  toda vez que para que opere deben darse las circunstancias indistintamente que son: 
 

a) Que no exista un decisión definitiva 
b) Cuando aun habiéndose tomado la decisión definitiva esta no haya quedado extinguida el 

objeto del proceso deliberativo. 
c) Cuando habiéndose tomado la decisión definitiva la misma resulte aun impugnable. 

 
Por lo que al respecto es de mencionar que en efecto existen razones de manera general respecto a 

los procesos licitatorios  que pueden desembocar en una clasificación  y esta atiende a no dar a 
conocer el procedimiento licitatorio, que en efecto constituye un proceso deliberativo de servidores 

públicos, por lo que hasta en tanto ya haya habido una adjudicación se puede dar a conocer por lo que 
en estos caso lo procedente y adoc  en beneficio  del acceso a la información,  solo basta señalar por 
un principio de máxima publicidad el estado en que se encuentra el procedimiento por etapas 

concluidas, sin embrago cabe señalar que el caso particular no enmarcan debido a que se trata de un 
proceso totalmente concluido y definitivo  en  razón de que el atiende a un evento pasado y de lo cual 

al haberse llevado a cabo tal eventos es indudable que en efecto se trate de un proceso concluido. 
 

Razón por la cual no existen  motivos  que posibiliten la  actualización de la Reserva, por lo   antes 
expuesto es claro que la información debe ser pública. 

 
Análisis de la clasificación como reservada en los términos de la fracción III del artículo 20 

de la Ley: 
 

Sobre este aspecto cabe disponer que los criterios de clasificación de manera clara prevé que solo 
resulta aplicable dicha fracción cuando  se limite a la efectividad de proveer  de recursos, y como 

consecuencia se afecte el sistema  financiero, ante tal circunstancia  la clasificación que realiza el 
SUJETO OBLIGADO sin duda no es procedente ya que  el gasto fue ejercido con motivo de los 

festejos navideños y día de reyes por lo que es un gasto ya erogado,  y que nada afecta y tampoco daña 
la situación económica y financiera toda vez que esto no afecta el sistema financiero  y mucho menos 
un sistema pago,  razón por la cual no  se actualiza un clasificación respecto a este fracción ya que  por 

el contrario manifiesta un privilegio de conocer el monto gastado y los servicios contratados  para la 
realización de dicho evento , por lo que no resulta procedente realizar clasificación respecto a esta 

fracción toda vez que no existe dato alguno que vincule su aplicación y enmarcar en una reserva. 
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Análisis de la clasificación como reservada en los términos de la fracción IV del artículo 
20 de la Ley: 

 
Por lo que se refiere a  la fracción en mención  esta solo resulta  invocable  cuando la información 

tenga que ver de manera directa primariamente  con temas a saber y que posteriormente se acredite  
que se afecte: 

 
a) Con la obstrucción de fiscalización 
b) Con la prevención  y persecución del delito 

c) Con  la impartición  de justicia través de sus órganos jurisdiccionales  
d) Que afecta la recaudación de las contribuciones. 

 
En esa tesitura son cuatro incisos  que engloban la fracción IV de dicho artículo en la que  

evidentemente para que pudiese invocarse  primeramente sean temas  de fiscalización , prevención y 
persecución de delitos, impartición de justicia, y recaudación de contribuciones,  que trasciendan de 

manera significativa trasladándose de tal modo que se constituya una violación  dichos incisos.  Por lo 
que en concatenación los criterios señalan  en su primera fracción que resulta aplicable cuando sean  

actividades de verificación del cumplimiento de las leyes en caso de que la difusión de la información 
pueda impedir u obstruir las acciones de inspección, supervisión y vigilancia o fiscalización  que realizan 

las autoridades competentes para vigilar el adecuado cumplimiento  de las diversas obligaciones. 
 

Por lo que en esta tesitura cabe extraer que  la documentación  soporte de  los gastos ejercidos con 
motivo de las festejos navideños y dia de reyes pueden si estar vinculadas a un proceso de fiscalización 

toda vez que puede haber auditorias ya sea por el Órgano de Control Interno o por el Órgano 
Superior del Estado de México, por lo que para que dicha clasificación proceda tendrá que invocarla 
quien este  legitimado para ello es decir para quien este llevando dicho procedimiento, por lo que sin 

duda debe estar acompañado de un acuerdo de comité fundado y motivado, situación que el caso 
particular no acontece toda vez, por lo que no se tienen elementos que puedan determinar una 

clasificación que prevea dicha clasificación. Aunado además a señalar que solo dentro de la solicitud 
requiere conocer los gastos realizados para dicho evento y en esa tesitura conocerlos no compromete 

el proceso  de fiscalización. Así mismo tampoco hay elementos que permitan determinar una 
clasificación en cuanto a prevención  y persecución del delito,  impartición  de justicia través de sus 

órganos jurisdiccionales o la recaudación de las contribuciones. 
     

Por lo que al no tener elementos adicionales que puedan prever la actualización de algún supuesto, por 
lo que ante tal situación este Organismo señala no constituyen  de manera general  una causal de 

reserva contemplada en dicha fracción,  por lo que ante tal circunstancia  no procede dicha clasificación 
invocada. 

 
Análisis de la clasificación como reservada en los términos de la fracción V del artículo 20 

de la Ley: 
 
Sin duda alguna este precepto hace referencia que si por disposición legal existiese norma que impida 

dar conocer la información, por lo que la misma con la finalidad de no violentar dicho dispositivo 
normativo se respetara y no se dará a conocer la información respectiva, tal es el caso  de las 

disposiciones fiscales en la que cabe decir el Código Financiero del Estado de México  contempla en su 
artículo 55 aun cuando debiese Clasificar  por confidencialidad y no por reserva sin embargo ello se 

señalo así por un mal diseño en la norma,  o en el caso del secreto comercial o industrial contemplado 
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en la Ley de Propiedad Industrial en su artículo 82, o en su caso el secreto bancario contemplado  la 
Ley de instituciones de Crédito en su  artículo 117 fracción IX párrafo cuarto,  en las que  se 

encuentran plasmadas en una ley en donde la Ley en materia de Transparencia debe ceñirse a su 
reserva contemplada en Ley. Sin embargo no se encontró disposición expresa que prevea su reserva 

para no dar a conocer la información respectiva. Por el contrario cabe reiterar que el artículo 12 de la 
Ley de la materia prevé lo siguiente: 

 
VII. Presupuesto asignado y los informes sobre su ejecución, en los términos que establece el presupuesto de 

Egresos del Gobierno del Estado; 

 

XI. Los procesos de licitación y contratación para la adquisición de bienes, arrendamientos y 

prestación de servicios que hayan celebrado en el área de su responsabilidad con personas 

físicas o morales de derecho privado 

 
Por lo que en este sentido de manera general tanto el presupuesto asignado como los procesos de 

licitación y contratación de bienes y servicios es información publica de oficio. Por lo que como regala 
general debe operar su publicidad de la información. De lo anterior se advierte que no existe 

disposición normativa que prevea la reserva de la dar conocer los gastos detallados realizados con 
motivo de los festejos patrios, luego entonces no existe la calidad de reserva contemplada en Ley y por 

ende no aplica dicho deber normativo. 
 

 
Análisis de la clasificación como reservada en los términos de la fracción VI del artículo 20 

de la Ley: 
 
Al respecto cabe señalar que  esta fracción solo resulta aplicable cuando la información se encuentre 

relacionada de manera directa con cualquier procedimiento seguido en forma de juicio , siempre y 
cuando las mismas no hayan causado estado o se haya  dictado una resolución administrativa o 

jurisdicción que proceda, por lo que  en esa tesitura este Órgano no tiene conocimiento que la 
información solicitada se encuentre vinculada con un procedimiento pendiente de resolverse respecto 

a procedimientos administrativos o de responsabilidades administrativas, quejas,  denuncias por lo que 
al no existir elementos adicionales que permitan la aplicación de este supuesto no es procedente 

invocar dicho fracción para la actualización de la reserva. 
 

Análisis de la clasificación como reservada en los términos de la fracción VII del artículo 
20 de la Ley: 

 
Bajo esta fracción cabe decir que solo es  ajustable cuando  el daño que pueda producirse sea mayor al 

interés público. De modo que como ya ha quedado señalado  la contratación de bienes, 
arrendamientos, servicios, por parte del cualquier órgano público, deben guiarse a través de un 

instrumento jurídico administrativo que brinde eficiencia y transparente a la actuación administrativa 
en cuanto al manejo de recursos y que es de interés dar a conocer al público ya que  sirve como 
mecanismo de control sobre el gasto publico y acciones corruptas. Por lo que como ya se ha 

manifestado reiteradamente no existe argumento legal que determine la aplicación de la clasificación  
bajo esta fracción, por el contrario resulta manifiesto el interés público de dar a conocer todo lo 

concerniente a licitaciones, procesos de adquisición contratos de bienes y servicios en cuyo caso esta 
soportado por la Ley de la materia en su artículo 12 fracción XI. 
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En ese sentido, y como ya se dijo la propia Ley de Transparencia citada prevé las causales por las cuales 
puede negarse el acceso a información en posesión del SUJETO OBLIGADO, las cuales para este 

Órgano Colegiado deben acreditarse cabalmente, por constituir excepciones al derecho de acceso a la 
información, esto es, no basta que el SUJETO  OBLIGADO, haga mención al precepto que sustente 

la clasificación, toda vez que resulta necesario que aunado a ello, se funde y motive que la información 
solicitada se ubique en el supuesto invocado.  

 
Ahora bien, el artículo 1 de la Ley de Transparencia citada prevé entre sus objetivos, el de proveer lo 
necesario para facilitar a toda persona el acceso a información mediante procedimientos sencillos y 

expeditos, de manera oportuna y gratuita; promover la transparencia de la gestión pública y la 
rendición de cuentas, contribuir a la mejora de la gestión pública, así como promover una cultura de 

transparencia y acceso a la información.  
 

De igual forma, como ya se señaló con antelación, el artículo 6 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos establece que en la interpretación de la misma se deberá favorecer el 

principio de publicidad de la información en posesión de los sujetos obligados.  
 

De lo anterior, se advierte que si bien es cierto la Ley de la materia establece los supuestos en que la 
información debe considerarse clasificada, también lo es que de no acreditarse en todos sus extremos 

la clasificación de la misma, deberá favorecerse el principio de máxima publicidad señalado en el citado 
artículo 6 de la Constitución Federal, en el artículo 5 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de México y artículos 1 fracción I y 3 de la Ley de Transparencia invocada.  
 

Por que cabe reiterar que en efecto el artículo 6 de la Ley Suprema es claro: “Toda información 
en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal es 
pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público en los 

términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio 
de máxima publicidad”.  Por lo que a manera de conclusión y toda vez que este Órgano no tiene 

elementos que determinen  las causas de Reserva se constata que de manera general en términos de la 
Ley de la materia la información es pública y no se actualiza ninguna causal de Reserva dispuesto en 

este Artículo 20.  
 

 

NOVENO.- Por lo que cabe abordar el segundo punto de análisis  que corresponde a 2.- Si 

de acuerdo a la Ley existen razones y motivos suficientes que acrediten la clasificación por CONIFIDENCIAL, 
negándose el total de su contenido. 

 
Ahora bien, sobre la negativa de entrega de la documentación solicitada por el ahora RECURRENTE, 

al aducir EL SUJETO OBLIGADO que esta posee el carácter de CONFIDENCIAL, en donde según 
se entiende, pretende fundamentar dicha clasificación con base a la prescripción normativa contenida 

en el artículo 12 de la Ley de la materia, encontramos diversas deficiencias.  
 

Asimismo, no se observa el procedimiento de clasificación previsto en el artículo 28 de la Ley de la 
materia, que exige se lleve a cabo, un razonamiento lógico en el que demuestre que  toda la 

información se encuentra en alguna o algunas de las hipótesis previstas en la ley. Las inobservancias al 
marco legal mencionadas, serían razón suficiente para determinar que se entregue la información 

solicitada; no obstante lo anterior, se procederá a analizar a exhaustividad la determinación de EL 
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SUJETO OBLIGADO de considerar como improcedente el acceso a la información requerida, por 
considerar que se trata de información confidencial. 

 
En este contexto, si bien es cierto el derecho de acceso a la información posee la naturaleza de 

garantía individual, la misma se haya acotada cuando colisiona con otros bienes jurídicos previstos en la 
propia Carta Magna. Dichos bienes jurídicos por lo que se refiere a la materia del Derecho de Acceso a 

la Información, se materializan en información que por razones de interés general (reservada), o por 
tratarse de información que pueda afectar la intimidad de una persona (confidencial), deberá 
permanecer fuera del alcance de la sociedad en forma temporal o permanente, respectivamente. 

 
Ahora bien, sobre la información motivo de la litis, esta es considerada por EL SUJETO 

OBLIGADO con la naturaleza de confidencial, es decir, que todo el documento solicitado contiene la 
información que  encuadra en una de las hipótesis constitucionales y legales de negativa de acceso a la 

información, al tratarse de nombres y apellidos de particulares que  suministraron un bien o servicio.  
 

Por ello, con la finalidad de ser más exhaustivo, este Pleno se dio a la tarea de revisar  las hipótesis 
normativas del precepto 25 que prevé los casos de confidencialidad la información. 

 
Análisis del artículo 25 fraccion I que estipula cuando contenga datos personales. 

 
Primeramente, se reconoce por parte de los miembros de este Pleno, que el objeto de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información de esta entidad federativa, según lo señala en su artículo 1°, 
comprende también la protección de los datos personales en posesión de los sujetos obligados, en los 

siguientes términos: 
 

Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria de los párrafos décimo, décimo primero y décimo segundo del 

artículo 5 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, y tiene por objeto, transparentar el 

ejercicio de la función pública, tutelar y garantizar, a toda persona, el ejercicio del derecho de acceso a la 

información pública, a sus datos personales, así como a la corrección y supresión de éstos y proteger los datos 

personales que se encuentren en posesión de los sujetos obligados, y tiene como objetivos:  

 

I. Promover la transparencia de la gestión pública y la rendición de cuentas de los sujetos obligados hacia la 

sociedad, bajo el principio de máxima publicidad;  

II. Facilitar el acceso de los particulares a la información pública, a sus datos personales, a la corrección o 

supresión de estos, mediante procedimientos sencillos y expeditos, de manera oportuna y gratuita;  

III. Contribuir a la mejora de la gestión pública y a la toma de decisiones en las políticas gubernamentales, 

mediante mecanismos que alienten la participación ciudadana en el acceso a la información;  

IV. Promover una cultura de transparencia y acceso a la información; y  

V. Garantizar a través de un órgano autónomo:  

A) El acceso a la información pública;  

B) La protección de datos personales;  

C) El acceso, corrección y supresión de datos personales en posesión de los sujetos obligados; y  

D) El derecho a la intimidad y privacidad de los particulares, en relación a sus datos personales.  

Dicho órgano será responsable de promover y difundir estas garantías y resolver los procedimientos relacionados 

con éstas. (EL ENFÁSIS ES NUESTRO). 

 
Además, debe mencionarse que en fecha reciente se incorporó al artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la naturaleza de garantía individual, el derecho que tiene 
toda persona a la protección de sus datos personales, así como para acceder a los mismos, y en su 

caso, obtener su rectificación, cancelación y oposición. 
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Hasta aquí está fuera de cualquier duda, que nuestro orden jurídico reconoce y protege los 
denominados “Datos Personales”. 

 
Por ello, y como ya se había acotado, existen excepciones al derecho de acceso a la información, y 

éstas se refieren a que la información sea clasificada como reservada o confidencial, y que en la Ley 
de la materia, se encuentran contenidas en el artículo 19, por lo que sobre la información confidencial, 

el artículo 25 de la Ley de Transparencia invocada, prevé las siguientes hipótesis jurídicas para su 
procedencia: 
 

Artículo 25.- Para los efectos de esta Ley, se considera información confidencial, la clasificada como tal, de 

manera permanente, por su naturaleza, cuando:  

I. Contenga datos personales;  

II. Así lo consideren las disposiciones legales; y  

III. Se entregue a los Sujetos Obligados bajo promesa de secrecía  

No se considerará confidencial la información que se encuentre en los registros públicos o en fuentes de 

acceso público, ni tampoco la que sea considerada por la presente Ley como información pública.  

 
A mayor abundamiento  la Ley de Transparencia invocada determina lo siguiente sobre los datos 

personales. 
 

Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

   … 

II. Datos Personales: La información concerniente a una persona física, identificada o 

identificable; 

         III. a XVI.  … 

 
Artículo 25 Bis.- Los sujetos obligados son responsables de los datos personales y, en relación con estos, 

deben: 

I. Adoptar las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y evite su alteración, 

pérdida, transmisión y acceso no autorizado; y 18  

II. Capacitar a los servidores públicos en relación a la protección de los datos personales. 

 

Artículo 27.- Los archivos con datos personales deberán ser actualizados de manera permanente y ser 

utilizados exclusivamente para los fines para los que fueron creados. La finalidad de un archivo y su utilización 

en función de ésta, deberá especificarse y justificarse. Su creación deberá ser objeto de una medida de 

publicidad o que permita el conocimiento de la persona interesada, a fin de que ésta ulteriormente pueda 

asegurarse de que:  

I. Los datos personales reunidos y registrados son pertinentes a la finalidad;  

II. Ninguno de esos datos personales es utilizado o revelado sin su consentimiento, con un propósito 

incompatible con el que se haya especificado; y 

III. El período de conservación de los datos personales no excede del necesario para alcanzar la finalidad con 

que se han registrado. 

 

En concordancia con lo anterior,  y tomando en cuenta que el Transitorio Séptimo de la LEY, establece 
que las disposiciones reglamentarias vigentes en la materia se aplicarán en tanto no se opongan a la Ley, 
es que resultan aplicables los Criterios para la clasificación de la información pública de las 

dependencias, organismos auxiliares y fideicomisos públicos de la Administración Pública 
del Estado de México que disponen lo siguiente: 

 
Trigésimo.- Será confidencial la información que contenga datos personales de una persona física 

identificada relativos a: 

 Origen étnico o racial; 

 Características físicas; 
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 Características morales; 

 Características emocionales; 

 Vida afectiva; 

 Vida familiar; 

 Domicilio particular; 

 Número telefónico particular; 

 Patrimonio; 

 Ideología; 

 Opinión política; 

 Creencia o convicción religiosa; 

 Creencia o convicción filosófica; 

 Estado de salud físico; 

 Estado de salud mental 

 Preferencia sexual; 

 El nombre en aquellos casos en que se pueda identificar a la persona identificable relacionándola 

con alguno de los elementos señalados en las fracciones anteriores. Se entiende para efecto de los 

servidores públicos del Estado de México, que éstos ya se encuentran identificados al cumplir los 

sujetos obligados con las obligaciones establecidas en la fracción II del Artículo 12 de la Ley y; 

 Otras análogas que afecten su intimidad, como la información genética. 

 

Trigésimo Primero.- Los datos personales serán confidenciales independientemente de que hayan sido 

obtenidos directamente de su titular o por cualquier otro medio. 

 
Por su parte, en los LINEAMIENTOS PARA LA RECEPCIÓN, TRÁMITE Y RESOLUCIÓN 
DE LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, ACCESO, 

MODIFICACIÓN, SUSTITUCIÓN, RECTIFICACIÓN O SUPRESIÓN PARCIAL O 
TOTAL DE DATOS PERSONALES, ASÍ COMO DE LOS RECURSOS DE REVISIÓN 

QUE DEBERÁN OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS POR LA LEY DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE 

MÉXICO Y MUNICIPIOS, emitidos por este Instituto y publicados en fecha 30 de octubre de 2008 
en la Gaceta de Gobierno del Estado de México, disponen entre otras cosas lo siguiente: 

 
SETENTA Y TRES.- Los procedimientos de acceso y corrección de datos personales, sólo podrán ser 

tramitados por el titular de los mismos o por su representante legal. 

Los servidores públicos responsables de las Unidades de Información, tendrán la obligación de informar al 

solicitante que deberá acreditar su identidad y, en su caso, personalidad jurídica al momento de recibir la 

información. Asimismo, deberá indicar al solicitante que en caso de nombrar representante para recoger los 

datos personales, dicho representante deberá acudir directamente a la Unidad de información para acreditar 

su personalidad y recibir la información. 

 

SETENTA Y CUATRO.- Después de analizar la solicitud de acceso o corrección de datos personales, el 

solicitante no presenta documento mediante el cual acredite su personalidad como titular de los datos 

personales o su representante legal, o la Unidad de Información encuentra cualquier otro motivo para requerir 

la aclaración, precisión o complementación de la solicitud, deberá realizar un acuerdo en el que contenga: 

… 

 

OCHENTA Y UNO.- En el análisis de procedencia de la corrección de los datos personales, se deberá 

verificar que la persona que presenta la solicitud es el titular de los datos o su representante legal, que las 

correcciones se encuentran acreditadas con documentos originales o certificados por autoridad o funcionario 

competente, teniendo la obligación de cotejarlos y asentar dicha situación en sus actuaciones. 

Los documentos presentados deberán ser debidamente analizados por el responsable de la Unidad de 

Información, así como por el administrador de la base correspondiente, a efecto de que se tenga el soporte 

jurídico suficiente para realizar las correcciones o supresiones de los datos personales. 
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OCHENTA Y CUATRO.- En los casos de solicitudes de corrección de datos personales, y en caso de que 

haya procedido la misma y que se haya acreditado la identidad del solicitante o, en su caso, la personalidad 

jurídica del representante legal, la Unidad de Información deberá entregar un documento original en donde se 

hagan constar dichas correcciones. 

Al solicitante se le deberá notificar de la procedencia o de la improcedencia de la corrección en términos del 

artículo 51 de la Ley. 

 
OCHENTA Y CINCO.- El solicitante deberá acudir personalmente a la Unidad de Información a recibir la 

constancia de corrección de datos personales, y deberá acreditar su identidad; la Unidad de Información estará 

obligada a entregar dicha constancia dentro de los 30 días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud. 

 

De los preceptos invocados, se deduce que en efecto, toda la información relativa a una persona física 
que la pueda hacer identificada o identificable, constituye un dato personal y por consiguiente como 

regla general se trata de información confidencial, que debe ser protegida por los Sujetos Obligados. 
Sin embargo, como lo ha señalado en reiteradas ocasiones este Pleno no debe dejarse de lado que la 

protección no es absoluta en todos los casos por igual, que puede haber datos cuyo acceso puede ser 
público por cuestiones o razones de interés público que lo justifiquen. 

 
Asimismo, por datos de carácter personal debemos entender “toda información numérica, alfabética, 

gráfica, fotográfica, genética, acústica o de cualquier otro tipo, susceptible de recogida, registro, 
tratamiento o transmisión concerniente a una persona física identificada o identificable”, como lo son 

entre otros, la imagen, el nombre, el origen  étnico-racial, características físicas, domicilio, número 
telefónico, patrimonio, ideología, opiniones políticas, afiliación gremial, creencias científicas, religiosas o 

filosóficas, preferencias sexuales, estado de salud físico o mental, etc. 
 
Ahora bien, y estimando lo manifestado por el SUJETO OBLIGADO, es que este Pleno no quiere 

dejar de señalar que como órgano Garante también de los datos personales, ha manifestado su 
convicción de que la protección del ámbito privado es el sistema de derechos individuales en que se 

funda nuestro orden jurídico, tales como las libertades de conciencia, expresión, tránsito y trabajo, la 
libertad de asociación, los derechos de propiedad, la inviolabilidad del domicilio y la correspondencia, la 

privacidad, y también de manera específica la protección de los datos personales. 
 

Que el ámbito de la privacidad -en la que también encuentra su fundamento la protección de datos 
personales-, no tiene más fin que el de otorgar al ser humano un espacio mínimo en el que logre 

desarrollarse como persona. 
 

Que el ámbito de la privacidad es la consecuencia de la individualidad, de la autonomía y de la libertad 
que se admiten como propias de todo ser humano.  Y que por ello, todo Estado Democrático en su 

orden jurídico reconoce y establece la separación de un espacio privado, donde ni la autoridad ni un 
particular pueden intervenir. De ahí que se debe  ofrecer garantías de protección al ámbito de lo privado.  

 
Luego entonces, todo hombre tiene derecho a mantener para sí de manera confidencial e inviolable 
ciertas manifestaciones de su vida.  Que sin su expreso consentimiento nadie puede inmiscuirse dentro 

de este ámbito personal, salvo que por disposición de la Ley así se prevea.  Sobre lo anterior, es que 
debe resguardarse un equilibrio entre las fronteras entre lo público y lo privado, a fin de garantizar por 

un lado la transparencia y el acceso a la información pública como derecho fundamental, y por el otro 
proteger la privacidad, concretamente en una de sus expresiones como lo son los datos personales, 

mediante la confidencialidad de la información. 
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No obstante, cabe señalar que en el tema de datos personales, existe un régimen diferenciado de 
protección, así, mientras todos los datos personales son sensibles, algunos datos deben ser 

especialmente resguardados, por tratarse de datos especialmente protegidos, en los que no se puede 
permitir su acceso público y en el que se requiere necesariamente del consentimiento expreso para su 

divulgación. Pero se insiste, existen datos que si bien son personales no tienen el carácter de protegidos 
y hay la posibilidad de ser públicos, y en los que no hay riesgo para su titular.  

 
De esta manera, se puede afirmar que el no acceso público de datos personales no es absoluto, y que la 
ley permite de manera expresa su divulgación o bien en consideración del principio de máxima publicidad 

previsto en el artículo 6 de la Constitución General y el artículo 5 de la Constitución  Local del Estado de 
México.    

 
Luego entonces, la información de datos personales puede llegar a divulgarse cuando existen razones de 

interés público relacionadas con los objetivos de la Ley de Transparencia varias veces invocada. Por lo 
que se ha estimado que si razonablemente se permite asegurar que los beneficios sociales de divulgar la 

información serán mayores a la eventual afectación de los intereses de los particulares, y que por lo 
existen elementos que así lo justifican resulta procedente la divulgación de la información confidencial.   

 
Efectivamente, si el acceso a determinada información en poder de los Sujetos Obligados permite 

promover la transparencia de la gestión pública y la rendición de cuentas de los Sujetos Obligados hacia 
la sociedad, contribuye a la mejora de la gestión pública y a la toma de decisiones en las políticas 

gubernamentales y/o permite incentivar la promoción en la cultura de transparencia, resulta loable 
permitir su acceso aun tratándose de datos personales. Tal es el caso por ejemplo de la  nombres de las 

personas que suministraron un bien o servicio, por lo que el pago realizado por ello tiene la naturaleza 
de ser de carácter público, y que sin duda va de la mano en conocer el costo y cantidad de bienes o 
servicios prestados, esto por el interés de conocer el manejo y buen desempeño en el manejo de 

recursos públicos. 
 

Luego entonces aunque alguno de los proveedores sea una persona física, su nombre es un dato 
personal  que no debe considerar como protegido ya que  la promoción de la transparencia de gestión 

y rendición cuentas prevalece sobre su derecho a mantener en secreto su nombre, pues conocer a las 
personas que llevan a cabo contratación con los Sujetos Obligados  coadyuva a la rendición de cuentas, 

ya que permite conocer a quien se entrego recursos públicos, así como la legalidad y certeza de los 
procedimientos de adquisición de bienes y servicios. 

 
Bajo este orden de ideas, los particulares pueden solicitar toda aquella documentación que  acredite el 

actuar de los servidores públicos, incluidos datos personales de terceros, cuando esta información, se 
convierta en una excepción a la protección de datos personales, porque dada la importancia 

prevaleciendo el interés público sobre el derecho a la privacidad.  
 

En resumen hay información confidencial, como el caso de datos personales cuya acceso público es 
permitido por existir razones de interés público que lo justifican. Es decir, la información confidencial 
se integra básicamente por datos personales, pero no todos los datos personales son confidenciales. 

Para este Pleno se estima que en el caso en estudio, la información que es materia de la litis entra 
dentro de dicha justificación y procede su acceso público. 

 
La información solicitada por el hoy RECURRENTE es información de acceso público, y por lo tanto 

la clasificación genérica  para no entregar el documento soporte de la información que contiene los 
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nombre del proveedor  y que recibió el pago como contraprestación por  el suministro de sus bienes 
y servicios con motivo de los festejos navideños y día de reyes es público,  consecuentemente la 

cantidad de bienes adquiridos, por lo que resulta infundada, y por lo tanto para este Pleno procede su 
desestimación  por no ser confidencial toda la información por dato personal, y procede la entrega de 

la información al RECURRENTE, y como ya se dijo con antelación en el caso de que la información 
soporte contuviera datos confidenciales de personas físicas procede su entrega en su versión pública. 

 
Análisis de la fracción II del artículo 25 que dispone que es confidencial cuando así lo 
consideren otras disposiciones legales: 

 
Sin duda alguna este precepto hace referencia que si por disposición legal existiese norma que disponga 

la   imposibilidad de  dar conocer la información  que tiene el carácter confidencial no se proporcione, 
como acontece  en el caso  de las disposiciones fiscales en la que cabe decir el Código Financiero del 

Estado de México  contempla en su artículo 55  dispone categóricamente que los servidores públicos 
que intervengan en los tramites están obligados a guardar la confidencialidad de los datos que 

proporciona el particular, así pues para que opere dicha causal   debe estar normada, por lo que la Ley 
en materia de Transparencia debe ceñirse a su reserva contemplada en Ley. 

 
De acuerdo con lo anterior, la fracción I del artículo 25 busca proteger aquellos intereses que se 

encuentran tutelados expresamente por otros ordenamientos legales de tal forma que para clasificar 
información con fundamento en dicha fracción del artículo 25 se requiere que exista una disposición 

jurídica que le otorgue el carácter de clasificada a la información de que se trate. Así pues, la difusión 
de la información que es confidencial por disposición expresa de un ordenamiento legal, causaría un 

daño al interés específico que resguarde dicha ley. 
 
Sin embargo en el caso particular  no se encontró disposición expresa que prevea a guardar la 

confidencialidad de los datos que son proporcionados con motivo de una transacción de carácter 
mercantil  y con ello no dar a conocer la información respectiva. 

 
Adicionalmente es pertinente señalar que el SUJETO  OBLIGADO no invoco norma que 

imposibilite dar a conocer la información solicitada y en especifico los datos que le fueron requeridos, 
que indique que la información relativa a  conocer las adquisiciones de bienes y servicios sea 

información confidencial.  
 

Por el contrario, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y 
Municipios establece que los procedimientos de licitación son información pública de oficio, lo que nos 

trae como consecuencia que los bienes y servicios adquiridos, su descripción, el monto y el nombre de 
los proveedores son información de naturaleza pública. 

 
Análisis de la fraccion II1 del artículo 25 que dispone que es confidencial cuando se 

entregue a los sujetos obligados bajo promesa de secrecía. 
 
En este sentido basta señalar que  EL SUJETO OBLIGADO no manifiesta la  existencia de 

contratos  con promesa de secrecía, respecto de la información solicitada;  por lo que es de señalar 
que al tratarse de información pública, los servidores públicos responsables de la adquisición de bienes 

y servicios no tienen derecho a establecer cláusulas de confidencialidad dada la naturaleza de la  
información relacionada con el manejo de recurso públicos, ya que ello constituye una violación a la 

Ley. 
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Sin embargo, suponiendo sin conceder que existiera la misma no significa que resulte valida en el 

derecho de acceso a la información,  dado   que la  tutela de restricción de la información con 
fundamento en el artículo 24 de la Ley se refiere a la información de carácter comercial o industrial de 

una empresa que le  puede representar una ventaja competitiva frente a sus competidores, como 
puede ser algunos anexos en lo que se puede encontrar una estrategia de venta, o el caso sobre la 

fabricación de un producto.  Por lo que de igual forma, la confidencialidad a que alude el artículo  25 I 
de la Ley se refiere a la protección datos relacionados con el patrimonio de una persona física o moral,  
por consiguiente solo puede aplicar cuando  comprenda hechos y actos de carácter económico, 

contable, jurídico o administrativo relativos a una persona y que pudieran ser útiles para un 
competidor, por ejemplo, con relación al manejo del negocio del titular de dichos datos. 

 
Además cabe recordar  que el artículo 12, fracciones XIII de la Ley establecen que los sujetos obligados 

deberán poner a disposición del público la información referente a los procesos de licitación y 
contratación para la adquisición de bienes, arrendamientos y prestación de servicios que hayan 

celebrado en el área de su responsabilidad con personas físicas o morales de derecho privado. En este 
sentido, este Instituto considera que los contratos  sobre la adquisición de bienes y servicios la unidad 

administrativa que celebró el contrato; el procedimiento de contratación; el nombre de la persona 
física o la denominación o razón social de la persona moral a la cual se asigne el contrato; la fecha, 

objeto, monto y plazos de cumplimiento del contrato, y los convenios de modificación a los contratos, 
en su caso, precisando los elementos a que se refieren las fracciones anteriores de cesión parcial de 

derechos es información  contemplada dentro del articulo 12 fraccion XII que se celebran  con 
particulares  por lo que tienen una naturaleza pública. 

 
Cabe distinguir dentro la Ley entre las obligaciones de transparencia que, por ministerio de Ley y sin 
necesidad de que medie solicitud alguna, los SUJETOS OBLIGADOS deben poner a disposición del 

público, y las solicitudes de acceso a información que formulen los particulares que deben ser  
respondidas por las los SUJETOS OBLIGADOS de conformidad con lo establecido en la citada Ley. 

 
En conclusión como ya se dijo la propia Ley de Transparencia citada prevé las causales por las cuales 

puede negarse el acceso a información en posesión del SUJETO OBLIGADO, las cuales para este 
Órgano Colegiado deben acreditarse cabalmente, por constituir excepciones al derecho de acceso a la 

información, esto es, no basta que el SUJETO  OBLIGADO, haga mención al precepto que sustente 
la clasificación, toda vez que resulta necesario que aunado a ello, se funde y motive que la información 

solicitada se ubique en el supuesto invocado, por lo que se desestima el argumento del SUJETO 
OBLIGADO al considerar que la información solicitada tiene el carácter de confidencial sin observar 

el principio de máxima publicidad.  
 

Finalmente, en este punto de la litis este Pleno no quiere dejar de señalar que la clasificación por 
confidencial alegada por el SUJETO OBLIGADO  en su respuesta no fue realizada conforme a los 

términos y formas establecidas en la Ley de Transparencia invocada, al no haberse emitido el acuerdo 
de clasificación respectivo por el Comité de Información estipulado en el artículo 30  de la LEY  y en 
consonancia no se observo lo dispuesto en los Lineamientos para la Recepción, Trámite y 

Resolución de las Solicitudes de Acceso a la Información Pública,  Acceso, Modificación, 
Sustitución, Rectificación o Supresión Parcial o Total de Datos Personales, así como de 

los Recursos de Revisión que deberán observar los Sujetos Obligados por la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, 
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CUARENTA Y SIES,  CUARENTA Y SIETE, CUARENTA Y OCHO ya invocados en el considerando 
anterior. 

 
 

DECIMO.- Ahora es pertinente entrar al análisis del inciso d) sobre La procedencia o no de la 

casual del recurso de revisión prevista en la fracción  I y IV del artículo 71 de la Ley de la materia.  Por 

todo lo anteriormente señalado, es incuestionable que se actualiza la hipótesis prevista en la fracción I 
del artículo 71 de la Ley de la materia, al no haberse entregado la información solicitada por EL 

RECURRENTE, que es generada por EL SUJETO OBLIGADO y de la cual, como se ha motivado 
y fundamentado, existe una permisión constitucional y legal para darse a conocer, así como la fraccion 

IV al considerar que la información es clasificada por lo que es desfavorable al solicitante al no allegarse 
de la información solicitada por considerarla de manera reiterada como Reservada y Confidencial, sin 
sustento legal que ampare el dicho del SUJETO OBLIGADO. 

 
Así, con fundamento en lo prescrito por los artículos 5 párrafo décimo segundo, fracción IV de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, así como artículos 1, 48, 56, 60 fracción 
VII, 71 fracciones I y IV y 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

México y Municipios, este Pleno 
 

 

R E S U E L V E 

 
PRIMERO.- Resulta procedente el recurso de revisión interpuesto por el  RECURRENTE, 

por los motivos y fundamentos señalados en los Considerandos Sexto a Noveno de esta resolución. 
 

 

SEGUNDO.- Con fundamento en el artículo 48 y 60, fracción XXIV de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se instruye a EL SUJETO 
OBLIGADO para que entregue a EL RECURRENTE vía EL SICOSIEM respecto a lo siguiente: 

 
1) Los gastos realizados  que contengan de manera completa y desglosada de los gastos 

realizados por el ayuntamiento,  la razón social de los proveedores y el producto o servicio 
comprado o contratados con motivo de los festejos de las fiestas navideños, de fin de año y 

día de reyes  el cual puede ser a través de poner a disposición los contratos, facturas o 
recibos de pago por cada contraprestación de bienes y servicios que se le suministró al 

Ayuntamiento  
 

Se apercibe al SUJETO OBLIGADO que de no dar cumplimiento a lo antes señalado se procederá 
en términos del Título Séptimo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de México y Municipios, y en el que se establece la facultad de este Instituto para aplicar la Ley 
de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de México y Municipios, y en consecuencia 
para proceder y sancionar a los servidores públicos que incumplan con las obligaciones de la Ley de la 

materia e incurran en incumplimiento de la resolución administrativa emitida por el Pleno de este 
Instituto, así como por hacer caso omiso de los requerimientos del mismo, según lo mandatan los 

artículos 82 y 86 del mismo Ordenamiento. 
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TERCERO.- Notifíquese a EL RECURRENTE, y remítase a la Unidad de Información de EL 

SUJETO OBLIGADO, vía EL SICOSIEM, quien deberá cumplirla dentro del plazo de quince (15) 
días  hábiles, lo anterior con fundamento en lo dispuesto por el artículo 76 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 
 

 

CUARTO.- Hágase del conocimiento de EL RECURRENTE que en caso de considerar que la 

presente resolución le pare perjuicio, podrá impugnarla por la vía del Juicio de Amparo, en los 
términos de las disposiciones legales aplicables. 

 
 

QUINTO.- Asimismo, se pone a disposición de EL RECURRENTE, el correo electrónico 

vigilancia.cumplimiento@itaipem.org.mx, para que a través del mismo notifique a este Instituto en caso 

de que EL SUJETO OBLIGADO no dé cumplimiento a la presente resolución. 
 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

ASÍ LO RESUELVE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE 

MÉXICO Y MUNICIPIOS, EN SESIÓN ORDINARIA DE TRABAJO DE FECHA DIEZ 

(10) DE FEBRERO DE DOS MIL DIEZ (2010).- CON EL VOTO A FAVOR DE LUIS 

ALBERTO DOMÍNGUEZ GONZÁLEZ, PRESIDENTE, MIROSLAVA CARRILLO 

MARTÍNEZ, COMISIONADA, FEDERICO GUZMÁN TAMAYO, COMISIONADO Y 

SERGIO ARTURO VALLS ESPONDA, COMISIONADO, SIENDO PONENTE EL 

TERCERO DE LOS MENCIONADOS; ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO IOVJAYI 

mailto:vigilancia.cumplimiento@itaipem.org.mx
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GARRIDO CANABAL PÉREZ.- FIRMAS AL CALCE DE LA ÚLTIMA HOJA Y 

RÚBRICAS EN LAS HOJAS ANTERIORES. 

 

EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS 
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